
CORTES GENERALES 

DUO DE SESIONES DEL 

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS 
Año 1986 

COMISIONES 
iii Legislatura Núm. 2 

DEFENSOR DEL PUEBLO 
PRESIDENTE: DON ALFONSO LAZO DIAZ 

Sesión celebrada el miércoles, 17 de septiembre de 1986 

Orden del día: 

- Estudio por la Comisión del Informe del Defensor del Pueblo correspondiente al año 1985. 

Se abre la sesión a las diez y cinco minutos de la 
manana. 

El señor PRESIDENTE: Señores Diputados, como to- 
dos ustedes conocen, en el orden del día de esta sesión fi- 
gura: ((Estudio por la Comisión del Informe del Defensor 
del Pueblo, correspondiente al año 1 9 8 5 ~ ~ .  Damos la bien- 
venida al señor Defensor del Pueblo, le agradecemos su 
presencia aquí, estamos dispuestos a escucharle atenta- 
mente y me voy a permitir recordarles a ustedes cómo se 
va a desarrollar la mecánica de esta sesión. 

En primer lugar, hará un resumen del informe el señor 
Defensor del Pueblo. A continuación intervendrán los di- 
ferentes portavoces de los grupos parlamentarios de me- 
nor a mayor, contestará el Defensor del Pueblo, habrá un 
pequeño descanso de cinco o diez minutos y,  cuando se 
reanude la sesión, Los señores Diputados que lo deseen, a 
título ya individual, podrán plantear preguntas muy es- 
cuetas y muy concretas sobre el informe a las que volve- 
rá a contestar el Defensor, y de esta manera la sesión 
termina. 

Por tanto, tiene la palabra el señor Defensor del Pueblo 
para resumirnos su informe. 
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El señor DEFENSOR DEL PUEBLO (Ruiz-Giménez y 
Cortés): Señor Presidente, señoras y señores Diputados, 
soy yo, en nombre propio y en nombre de quienes coia- 
boran conmigo en la institución del Defensor del Pueblo, 
quien debe agradecimiento. En primer lugar, a los gru- 
pos parlamentarios que constituyeron la anterior Comi- 
sión durante la precedente legislatura, que nos honraron 
con su voto el 28 de diciembre de 1982 y que nos reitera- 
ron su confianza cuando comparecimos ante esta Comi- 
sión y luego ante el Pleno, para debatir los informes de 
1983 y 1984. El agFadecimiento se extiende ahora a aque- 
llos Diputados que han permanecido en esta Comisión y 
a los nuevos. Confío en que la correspondencia muy cla- 
ra, muy transparente y muy cordial que ya experimenta- 
mos a lo largo de estos cuatro años de nuestras activida- 
des se prolongue durante lo que queda de mandato para 
quienes integramos la institución del Defensor del Pueblo. 

Es de lamentar que una serie de vicisitudes conectadas 
con la disolución anticipada de las Cortes, el verano, et- 
cétera, haya dificultado que los señores Diputados hayan 
podido tener a tiempo o con suficiente margen el boletín 
ya impreso que contiene nuestro informe, La institución 
del Defensor lo presentó el día 2 de abril del presente año, 
pero, disueltas las Cortes, por parte de las mesas, se adop- 
ta el criterio, por razones explicables, de no imprimir 
nada en el «Boletín Oficial)) mientras las Cortes estuvie- 
ran disueltas. Eso ha producido estas últimas dificulta- 
des para que ustedes tengan el informe. 

Este informe es el tercero de la institución a 31 de di- 
ciembre de 1985. Subrayo que es el tercer informe, por- 
que quiere decir que nuestra institución ha superado ya 
lo que en terminología universitaria llamamos la línea del 
Ecuador. Es decir, en este informe ya se recoge la expe- 
riencia de tres años, dos años y medio largos, diríamos, 
para ser más estrictos, puesto que es la mitad del período 
de nuestras actuaciones. 

Mi propósito sería, para no cansar la atención de uste- 
des y dejar más margen luego para las preguntas, hacer 
un resumen de lo que ya en sí es un resumen. El informe 
no abarca en detalle, corno es lógico, la totalidad del tra- 
bajo de la institución, máxime teniendo en cuenta que el 
número de quejas que siguen-llegando al Defensor es 
grande. En el año a que se contrae este informe fueron 
16.940, en números redondos 17.000, pero teniendo en 
cuenta que los dos años precedentes habían sido de una 
sobrecarga muy anormal, en parte por la novedad de la 
institución y en parte por no conocer suficientemente 
nuestros conciudadanos cuáles son y cuáles no las facul- 
tades que tenemos, lo cierto es que en los dos primeros 
años se agolparon en nuestra institución más de 55.000 
quejas: 30.600 el primer año y 24.500 el segundo. Y du- 
rante todo el año 1985 hemos hecho un esfuerzo para po- 
nernos al día en las quejas de 1983 y 1984 y en un 83 por 
ciento de las quejas de 1985, cuando el informe quedó en- 
tregado en esta Cámara. Durante el año 1986, al mismo 
tiempo nos ocupábamos de las quejas pendientes y de las 
quejas nuevas, y éste es el momento en que hemos logra- 
do ya completar el estudio y la tramitación de las quejas 
de 1985, quedando un pequeño remanente, aproximada- 

mente de un 4,3 por ciento, en el que seguimos trabajan- 
do, pero que en el curso del trimestre que todavía tene- 
mos por delante quedarán concluidos. Es dccir, quc aspi- 
ramos a que a 31 de diciembre de 1986 estén liquidados 
los tres primeros años y una gran parte, la mayor posi- 
ble, de las quejas de 1986. 

No es, pues, fácil resumir esto en una breve interven- 
ción, pero me permito dividirla en tres puntos. El prime- 
ro, hacer una rápida evaluación crítica del funcionamien- 
to de la institución durante estos tres años y ,  sobre todo, 
durante el pasado año 1985. 

El segundo punto, extraer de las doce áreas (doce áreas 
y una más por recursos de inconstitucionalidad) de nues- 
tra división interna de trabajo aquellas cuestiones que nos 
han parecido más relevantes. Bien es verdad que, para no- 
sotros, cualquier queja individual, por pequeña o elemen- 
tal que parezca, nos obliga a tratarla con la máxima aten- 
ción, porque sabemos que la persona que acude a la ins- 
titución, pensando que uno de sus derechos básicos ha 
quedado infringido por una actuación administrativa, 
para ella su problema es todo el problema y ,  por consi- 
guiente, nos damos cuenta de que no podemos considerar 
que hay quejas pequeñas. Pero es evidente que hay que- 
jas que forman parte de un  colectivo de quejas y, además, 
que hay algunas que por su alcance, por su importancia, 
deben ser especialmente atendidas por la institución del 
Defensor del Pueblo y ,  sobre todo, expuestas a las Cortes. 
No olvidemos que la institución del Defensor del Pueblo 
noes una institución con poderes coercitivos. N o  tiene po- 
deres enel  sentido habitual de la palabra, sino que tiene 
una función suasoria y esta función suasoria necesita un 
respaldo de las Cortes, empezando por las Comisiones .ad 
hoc» del Congreso y del Senado, que son las que con su 
impulso y con su ratificación posterior a nuestros infor- 
mes nos permiten seguir adelante una tarea, no siempre 
fácil, de investigación, de supervisión de las actividades 
administrativas. Extraeremos, pues, algunos de los pun- 
tos principales, sin perjuicio de que SS. SS. puedan lue- 
go haccr las preguntas que estimen pertinentes. 
Y, finalmente, el tercer punto, aunque éste ya mucho 

más brevemente, las perspectivas que, a la altura de sep- 
tiembre de 1986, vemos como más apremiantes para los 
meses sucesivos. 

El primer punto, es decir, el de una cierta evaluación 
crítica de conjunto, he tratado de hacerlo en el preámbu- 
lo que tienen ustedes en el texto impreso. Por consiguien- 
te, voy simplemente a recordarles los aspectos principa- 
les. En primer término, lo que se refiere a la índole mis- 
ma y al modo de actuación de la institución del Defensor 
del Pueblo en relación con los ciudadanos, por un lado, y 
la Administración pública, por otro. Estamos ya cansa- 
dos de repetir que nuestra Institución es una institución 
de comunicación; es una institución de diálogo, de un diá- 
logo bifronte, por un lado, con los españoles y los extran- 
jeros que acuden a nosotros y,  por otro, con los órganos 
y servicios públicos, los funcioiiarios en este primer pun- 
to que se refiere más al instrumento -luego veremos el 
aspecto de sus finalidades y de sus objetivos básicos-, he 
de decir que a lo largo de estos tres años ha mejorado 
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nuestra forma de contacto con los ciudadanos. La masi- 
ficación de las quejas hacia muv difícil tres objetivos que 
para nosotros eran muy básicos v que, poco a poco. a lo 
largo de estos tres años han mejorado aunque no sc ha lo- 
grado todavía el nivel de perfeccionamiento que nosotros 
quisikramos. 

En primer lugar, la inmediatez del diálogo. Hasta aho- 
ra,  ante el volumen enorme de quejas lo fundamental ha 
sido la correspondencia escrita, s in  formalismo alguno, 
unas cartas que especifiquen perfectamente qui6n es la 
persona que acude a nosotros y los datos. Sin embargo, a 
lo largo de estos tres años, sobre todo del último, hemos 
logrado avanzar en la inmediación en el sentido de que 
nuestros asesores, nuestros colaboradores han tenido mu- 
chos más contactos, no solamente escritos sino incluso 
tambitin verbales, con los administrados que han acudi- 
do a nosotros. Más de 5.000 visitas se han producido en 
nuestra oficina de acogida. En ello liemos participado to- 
dos porque algunas visitas han ido a las respectivas áreas, 
incluso al Defensor, cuando creían que debían de exponer 
sus quejas más directamente. Pero nosotros quisitiramos 
ampliar eso y a medida que va reduciéndose el número 
de quejas, sobre todo de quejas que no corresponden a la 
institución, vamos intensificando este contacto directo. 

El segundo requisito sería el de la celeridad, que está 
muv ligado al primero. Es verdad que hemos tardado y 
todavía tardamos en contestar delinitivamentc a una quc- 
ja ,  porque nuestra contestación definitiva cst? ligada, 
cuando la queja pertenece a nuestra verdadera compctcn- 
cia, a la rapidez con que los órganos de la Administración 
nos contesten. En principio, los órganos de la Administra- 
ción tienen que contestar en un plazo de quince días a 
nuestra petición de informe, que podemos prolongar has- 
ta treinta, pero, e n  honor a la verdad esos plazos se han 
visto desbordados muchas veces. Ello nos ha obligado a 
reiterar requerimientos a la Administración, a sus órga- 
nos más morosos y ,  a veces, incluso tener que llegar a lo 
que llamamos -porque lo dice así nuestra Ley- recor- 
datorio de deberes legales. Evidentemente, ésa es una po- 
sición incómoda, pero es un cumplimiento de nuestro de- 
ber, para aquellos funcionarios que reciben -a veces, 
también autoridades- un recordatorio de deberes lega- 
les. N o  obstante, creo que hemos acortado plazos, es de- 
cir, que se va avanzando en la celeridad. Nuestro propó- 
sito, nuestra meta, sería que desde que llega una queja a 
la institucion del Defensor hasta que se le dk una respues- 
ta, después de haber pasado por el trámite de nuestros 
contactos con la Administración, no se sobrepasaran los 
dos meses. Todavía no hemos llegado ciertamente a ese 
modelo dc actuación. 

Y,  en tercer lugar, que ese contacto sea eficaz. Natural- 
mente. la eficacia no depende sólo de nosotros; depende 
de que la Administración pública considere que es funda- 
da  o no la queja del reclamente y que nosotros hayamos 
tenido el acierto de exponerle argumentos a la Adminis- 
tración para resolverla. En este punto tambikn creo que 
podemos estar satisfechos de que hcmps podido resolver 
un número importante de quejas gracias a la comprcn- 
sión y a la reacción de la Administración pública cuando 

se ha convencido de que cfcctivamcntt había una infrac- 
ción administrativa. Esto en lo que se refiere al contacto 
con los ciudadanos. El contacto con los órganos de la Ad- 
ministración Pública ha mejorado tambikn. Ha mejorado 
porque, incluso, hemos puesto en marcha y hcrnos inten- 
sificado a lo largo de 1985 las inspecciones «in si tu»,  es 
dccir, la posibilidad de trasladarnos a la oficina afectada 
por una queja, pedir toda la documentación necesaria 
-iiada se nos puede negar- y sobre esa base actuar no- 
sotros más fructíferamente. Hemos encontrado algunas 
resistencias, pero hav que dccir que son excepción a la re- 
gla. En general, los contactos se han desarrollado en ttir- 
minos correctos, a veces incluso amables, v cuando ha ha- 
bido una fricción hemos hecho lo posible por superarla. 

Nuestra filosofía ha sido, si cabe hablar así, no actuar 
inquisitorialmcnte, aunque sabemos que tenernos una 
función inspectora, supervisora, de control; no actuar in- 
quisitorialmentc, sino lograr el contacto más humano po- 
sible tambitin con los funcionarios, entre otras razones 
porque la experiencia de estos tres años nos dice que no 
son resistencias maltivolas de los I'uncionarios. Hay algún 
funcionario o algún departamento que es más impcrmca- 
blc a la intervención dvl Delensor del Pueblo y ,  si se quic- 
re y se me permite, que toma menos en serio la institu- 
ción del Defensor del Pueblo, que le parece un aparato dc- 
curativo incluido en la Constitución de 1978, que compa- 
rece una vez al año ante las Cortes Generales, pero que 
de ahí no pasa. Eso no es así, pero evidentemente hav al- 
gunos que tienden a ello. Hay algunos que han llegado a 
tener posiciones de mavor resistencia que nos han hecho 
recordarles quc, según el articulo 25 de nuestra Ley Or- 
gánica, podemos señalarle al Fiscal General del Estado 
una actitud de desobediencia a la institución del Defen- 
sor, como podemos tambicn solicitar que sc iiiicicn cxpc- 
dientes disciplinarios. 

¿Ha mejorado la situación? Sí, ha mejorado, pero no se 
ha resuelto todo v en nuestro informe encontrarán uste- 
des algunas huellas -porque nuestro deber es ser trans- 
parentes especialmente con SS. SS.- de esas resistencias. 
Esto en cuanto al funcionamiento formal, a la institución 
cumo instrumento de acción supervisora. 

En cuanto a las finalidades y contenido de la misión, se- 
ñalo estos tres sucesivos pasos en nuestra acción supervi- 
sora. En primer lugar, la legalidad del funcionamiento de 
la Administración. Algunos piensan que a la institución 
del Defensor del Pueblo, según una interpretación muv l i -  
teralista del artículo 54 de la Constitución, sólo le incum- 
ben las gruesas infracciones constitucionales de los dcre- 
chos fundamentales. N o  obstante, se olvida que el artícu- 
lo 9." de la Ley Orgánica por la que nos regimos, de 6 de 
abril de 1981, señala que tenemos la obligación de vigilar 
el funcionamiento de todas las actividades administrati- 
vas para que se cumpla por la Administración lo que se- 
ñala el artículo 103 de la Constitución, es dccir, que ac- 
túe con objetividad en defensa de los intereses generales 
y de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, des- 
centralización, desconcentración y coordinación, con plc- 
no sometimiento a la ley v al Derecho. Es decir, que en 
un primer plano la institución del Defensor, cuando rcci- 
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be quejas -y son la mavoría de las quejas- sobre fun- 
cionamientos incorrectos, lentitudes, demoras, silencios 
de la Administración pública, tiene obligación de inter- 
venir. En el trasfondo hav tambikn una infracción del De- 
recho constitucional, pero en todo caso, con arreglo a 
nuestra Lcv Orgánica, la actuación meramente de aplica- 
ción de las normas jurídicas, incluso del ordenamiento ju- 
rídico ordinario contencioso-administrativo respecto a las 
leves de procedimiento, etcétera, la tenemos que vigilar. 
Y ahí sí hemos podido detectar a lo largo de estos tres 
años cinco aspectos que, precisamente porque son rnuy 
generales v abarcan a casi todas las áreas de la Adminis- 
tración pública, tanto central como comunitaria y local, 
vale la pena recoger desde ahora. 

Primero, una falta de información suficiente por parte 
de los órganos de la Administración a los ciudadanos. Mu- 
chas de las quejas hubieran podido no generarse si el ciu- 
dadano,. el administrado, hubiera sido ini'ormado sufi- 
cientcn iite de sus derechos e iricluso de los recursos que 
contra una resolución administrativa pueden utilizarse. 
Se dirá que generalmente es un deber, porque está así en 
la ley, exponer a los ciudadanos cuáles son los recursos, 
pero teniendo en cuenta que el nivel de cultura de la ma- 
yor parte de nuestros reclamantes es muy bajo, es un ni- 
vel de cultura elemental, realmente sería muv importan- 
te una mavor información, que hubiera unas oficinas de 
información más eficaccs en cada uno de los órganos 
administrativos. 

En segundo lugar, lentitudes que realmente exceden de 
lo razonable en el trámite de los expedientes v la resolu- 
ción de los rccurs.os. 

En tercer lugar, silencio administrativo, abuso del si- 
lencio administrativo. Lo estamos denunciando desde cl 
primero de nuestros informes. Una cosa es que el silencio 
administrativo esté previsto en nuestras leyes de procedi- 
miento administrativo y en la Ley de lo Contencioso como 
garantía al ciudadano para que, en caso de no ser cuntcs- 
lado, pueda considerarse que hay una descstimacibn tá- 
cita y acudir a la vía contenciosoo-administrativa, v otra 
cosa es que haya determinados órganos que utilizan e l  si- 
lencio administrativo como una manera de no responder, 
de dejar la cuestión abierta v que sean los tribunales los 
que resuelvan, cosa que evidentemente es  grave. A esto 
también se ligan muchas veces defectos en las noti- 
ficaciones. 

Hay otras dos cosas a nuestro entender especialmente 
graves: una resistencia, detectada en algunos organismos 
que hemos señalado, a asumir los criterios jurispruden- 
ciales cuando ya se ha consolidado suficientemente una 
doctrina legal. Pienso, por ejemplo, en las sentencias de 
la Magistratura de Trabajo y, sobre todo, en las del Tri- 
bunal Central de Trabajo o en sentencias de órganos de 
la Administración de justicia ordinaria, el Tribunal Su- 
premo, etcétera. Cuando ya se ha interpretado jurispru- 
dencialmente una determinada norma en un sentido, el 
que luego los órganos administrativos sigan resolviendo 
las reclamaciones de análogas cuestiones con arreglo al 
criterio que ya la jurisdicción ha señalado como erróneo 
es grave. Naturalmente que dicen que está en la Ley de 

Procedimiento que la sentencia de uno de estos organis- 
mos obliga o vincula a las partes, pero ciertamente esto 
produce un daiio grave cuando y a  se ha señalado reitera- 
damente una doctrina legal a los reclamantes que acuden 
a la Administración. En este punto lo que nosotros hemos 
pedido -v ha habido una cierta respuesta favorable- es 
que la Administración pública asuma esos criterios juris- 
prudenciales v ,  por tanto, evite que tengan que ir a la ac- 
ción judicial muchos de los reclamantes. Esto pasa sobre 
todo en el Tribunal Central de Trabajo y explica en gran 
medida la enorme congestión de asuntos que hay en este 
momento en dicho Tribunal. 

Por último, obstáculos para el cumplimiento de senten- 
cias condenatorias a la Administración. La Administra- 
i ó n  suele ser renuente -todas las administraciones, y las 

iocales quizás más- al cumplimiento de sentencias que 
condenan o que obligan a indemnizaciones, etcetcra. 

La masa principal de nuestras actuaciones gira en tor- 
no a este control de legalidad v luego, naturalmente, al 
cumplimiento de las normas ya más sustantivas que se re- 
fieren a los derechos de los ciudadanos. El segundo es lo 
que llamamos la supervisión de la legitimidad constitu- 
ciunalizada, es decir, de aquellos derechos fundamcnta- 
les que están reconocidos como tales en la Constitución. 
Puedo decir --y no voy naturalmente a pasarles revista- 
que casi todos 10s artículos del Título 1 de la Constitución 
sobre los derechos fundamentales han sido tocados por al- 
gunas de las quejas que nos han llegado. Los derechos cí- 
vicos y políticos menos; es decir, el número de quejas re- 
cibidas por la Administración en todo lo que se refiere a 
libertades públicas es mucho menor que el número de 
quejas sobre los llamados derechos económicos, sociales 
v culturales. Pero también hay en algunos casos quejas so- 
bre infracción de libertades públicas o de garantías en la 
detención o en los procedimientos judiciales. Estas que- 
jas afectan fundamentalmente el área del Ministerio del 
Interior, al área de Justicia y a alguna otra, pero eso está, 
repito, rnuy especificado en las páginas del informe y lue- 
go, si acaso, volveremos rápidamente sobre ello. En cam- 
bio, la mayor parte de las quejas sobre derechos funda- 
mentales son los derechos económicos, sociales y cultura- 
les; es decir, los derechos que se tipifican en el Capítulo 
111 del Título 1 de nuestra Constitución. Y se explica por- 
que efectivamente son aquellos derechos fundamentales 
que no tienen una protección jurisdiccional suficiente. 
Entonces es lógico que sean estas quejas las que más Ile- 
guen al defensor del Pueblo. 

Una de las justificaciones históricas del «Ornbudsman» 
y del Defensor del Pueblo es precisamente completar el 
sistema tutelar de los derechos fundamentales. Y cuando 
hay tantos derechos de carácter económico, social y cul- 
tural que están reconocidos en la Constitución, pero que 
no se viven, efectivamente, por los ciudadanos (pienso en 
el derecho al empleo, pienso en derechos relacionados con 
el medio ambiente, pienso en derechos de los minusváli- 
dos, etcétera), cuando no están suficientemente protegi- 
dos por normas invocables ante la jurisdicción, ante la 
Administración de  Justicia, es lógico que acudan al De- 
fensor del Pueblo; y eso representa la masa más impor- 
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tante de nuestras actuaciones a lo largo de estos tres años. 
Tengo que decir que también el principio de igualdad 

ante la ley del artículo 14 se invoca mucho principalmen- 
te por funcionarios; también se invoca en relación con la 
igualdad de trato o la no discriminación de hombre v mu- 
jer en materias de trabajo, etcétera. Es decir, que todos 
estos artículos entran en juego y,  evidentemente, ellos 
constituyen nuestro motivo principal de existencia, según 
el artículo 54 de la Constitución. 
Y queda, por último -les decía en cl preámbulo- las 

perspectivas de lo que llamaríamos la legitimidad avan- 
zada; es decir, la idea del preámbulo de que España pre- 
vé una sociedad democrática avanzada, entendiendo por 
avanzada aquélla donde se cumplan en mayor plenitud 
los valores básicos de nuestro ordenamiento jurídico, el 
valor de la libertad, de la igualdad, de la justicia, de la 
solidaridad, etcétera. 

Este resumen global nos dice que la institución dcl De- 
fensor del Pueblo, a lo largo de estos tres aiios, ha demos- 
trado que la existencia de la misma estaba justificada, 
que los constituyentes y despues las Cortes que aproba- 
ron la ley orgánica dieron un paso que está en la línea de 
todos los Estados democráticos pluralistas de Europa y 
que la institución puede realizar una labor importante. 
con muchos defectos todavía, ciertamente, pero de lo que 
se trata es de ir perfeccionándola. 

Quiero decir una última palabra, en este punto, de agra- 
decimiento a los tres (dos v ahora uno, muv reciente) De- 
fensores del Pueblo de ámbito autonómico. Realmente, 
iiuestras relaciones han sido excelentes con el «Sindic de 
Greugesb), de Cataluña, con el cual hemos llegado a acuer- 
dos de colaboración muy fluidos, con el Defensor del Pue- 
blo de Andalucía y,  más recientemente, con el Diputado 
de Común de Canarias, don Luis Cobiella. Con los tres es- 
tamos en una relación que demuestra que, con buena vo- 
luntad y con espíritu de equidad, se puede engranar per- 
fectamente una institución de ámbito territorial total, 
comu es la del Defensor del Pueblo, con tres instituciones 
autonómicas. Y, además, esto con dos grandes ventajas, 
no sólo que deriva hacia esas instituciones autonómicas 
una parte, no muy grande, pero sí una parte suficiente de 
las quejas, sino también -que es lo más importante- que 
acerca la institución a las bases populares. Nuestra insti- 
tución tiene que estar muy en contacto con las gentes que 
reclaman y ,  evidentemente, esos tres puntos de apoyo au- 
tonómico lo facilitan. 

Pasaríamos ahora a señalar en grandes líneas cuáles 
son las principales cuestiones que el análisis y tramita- 
ción de las quejas nos ha revelado a lo largo de estos años 
y, sobre todo, las que se refieren a 1985. Las enumero sin 
perjuicio de que SS. SS. puedan preguntarme después so- 
bre el carácter y el contenido de estas quejas. 

En primer lugar, en lo que se refiere al área de Presi- 
dencia, es decir, el área de la función pública en general, 
las principales quejas recibidas son, como ya he indica- 
do, sobre un excesivo formalismo de las respuestas admi- 
nistrativas, respecto a nosotros:a las peticiones de infor- 
mación. Realmente, a veces les cuesta darnos una infor- 
mación suficientemente convincente para que nosotros, a 

nuestra vez, convenzamos al reclamante sobre si tiene o 
no tiene razón. En segundo lugar, ya lo he dicho, hay muy 
escasas veces flexibilidad por parte de los órganos de la 
Administración para cambiar de criterio cuando ya ha ha- 
bido unas disposiciones o unas resoluciones jurispruden- 
ciales. Y, finalmente, la falta de unificación. 

Pero, yendo al fondo de las quejas de los funcionarios, 
hay una constante, quc es la mejora de la cuantía de las 
pensiones. Se nos quejan continuamente de que las pen- 
siones de jubilación son escasas, etcétera. Y a lo largo de 
1985 tuvimos también la resaca de las quejas por la jubi- 
lación anticipada sin una compensación o una indemni- 
zación económica del tiempo perdido. 

Hay una cuestión sobre la que sí quiero llamar la aten- 
ción de SS. SS., y es la de que constantemente, desde el 
primer día, hemos pedido que se suprima el Estatuto de 
clases pasivas de 1926, que sigue vigente para una partc 
de nuestros conciudadanos (viudas, etcétera), en condicio- 
nes de discriminación grave respecto a las situaciones ul- 
teriores, a otros sistemas, a otros regímenes de clases pa- 
sivas. Nos parece que esto es importante. 

En el área del Ministerio de Asuntos Exteriores, una 
cuestión que interesó a esta Comisión y que fue objeto de 
una reunión especial con ella, fue la de la protección de 
los españoles presos en cárceles extranjeras. En ese pun- 
to he de decir que ha hecho un gran esfuerzo el Ministe- 
rio ,de Asuntos Exteriores, Servicio Consular, para una 
atención más constante a nuestros presos en el extranje- 
ro. La mayor parte de los presos, sobre todo en los países 
de oriente, en Tailandia, etcétera, son por cuestiones de 
drogas, pero eso no quiere decir nada respecto a la situa- 
ción penitenciaria. Sobre ese punto hicimos gestiones cer- 
ca del Ministerio de Asuntos Exteriores v eso ha mcjora- 
do, aunque convendría ayudar a dicho Ministerio con más 
medios para esa atención hasta que se pueda poner en 
práctica el convenio, ratificado va por estas Cortes, de in- 
tercambio de presos entre países distintos. Cuestión difí- 
cil, incluso económicamente, porque trasladar a un pre- 
so, según los cálculos que se han hecho, supone varios 
cientos de miles de pesetas. De modo que no es fácil la so- 
lución práctica, pero, evidentemente, resolvería ya el 
tema de atender mejor a los presos españoles, como a los 
extranjeros presos en España. 

Ministerio de Defensa y de Interior. Son dos Ministe- 
rios especialmente delicados y nosotros los hemos trata- 
do con prudencia, pero al mismo tiempo también con la 
fidelidad al dcber que nos está confiado. En materia de 
Defensa -lo hemos dicho en anteriores informes v hemos 
de repetirlo respecto a 1985- hemos logrado un diálogo, 
una comunicación con Defensa realmente importante. 
Había tres cuestiones que nos preocupaban mucho: la ex- 
tensión de la Seguridad Social a los miembros de las Fuer- 
zas Armadas y a los soldados que prestan su servicio mi- 
litar. Como es sabido, eso se ha resuelto en principio, es 
decir, se ha tomado va la resolución de que se incorporen 
al sistema de la Seguridad Social los jóvenes que hacen 
el servicio militar. 

La segunda cuestión seria es el número elevado, des- 
proporcionado, de accidentes mortales entre los jóvenes 
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que prestan servicio militar. La mayor parte son accidcn- 
tes de  tráfico, los accidentes de los permisos de fin de se- 
mana en horas muy apretadas que obligan a los mucha- 
chos a ir a velocidades y,  a veces, en vehículos inadecua- 
dos. Hay un número demasiado elevado de accidentes, 
además de los causados por impericia en el manejo de ar- 
mas de fuego. Y ,  luego, los suicidios. De esto tienen uste- 
des noticias por la prensa; a nosotros nos llegan tambikn 
por reclamaciones de los familiares de los jóvenes que se 
suicidan. Naturalmente, esto puede estar ligado a un pro- 
ceso de depresión, etcétera, pero hemos intervenido y 
siempre hemos logrado una información suficiente de 
cómo ha ocurrido el accidente, cuáles han sido las causas 
del mismo y qué medidas se han tomado sobre ello. Vov 
saltando algunas cuestiones, porque va el tiempo se me 
echa encima. 

En cuanto a otras materias de Defensa, nos agrada po- 
der decir que a lo largo de 1985 se obtuvo la imprescrip- 
tibilidad de los beneficios de la amnistía. Es decir, Liste- 
des saben que por una ley se han declarado imprescrip- 
tibles los plazos para solicitar la aplicación de la amnis- 
tia, v esto se ha hecho también para la Ley especial 
37/1984, de los militares, fuerzas de seguridad y carabi- 
neros de la República. Esto supone dar facilidades para 
que puedan seguir pidiéndolo los que no lo pidieron en 
su tiempo. Se consiguió que haya recurso contra los ex- 
pedientes disciplinarios militares v la presencia de Ietra- 
do en expedientes militares. 

Me parece que todos estos son aspectos quc indican que, 
efectivamente, en el área de Defensa ha habido una co- 
municación, una gran transparencia y una ayuda im- 
portante. 

En Interior, la parte que se refiere a cuestiones de trá- 
fico, a garantizar mejor al ciudadano la prueba de que 
cfectivamentc cometió una infracción de tráfico, que sea 
escuchado, etcétera, tiene menos importancia. Tambikn 
el quc no tengan que pagar tasas especiales los mayores 
de setenta años por la renovación de su carnet de condu- 
cir cada año; algunas cosas que son interesantes, aunque 
no del mismo volumen, repito. 

Lo más importante, no cuantitativamente, pero sí cua- 
litativamente, son las denuncias de malos tratos o tortu- 
ras en establecimientos de las Fuerzas de Seguridad del 
Estado, de  la Guardia Civil y de  la Policía. Son cuantita- 
tivamente pocas; es decir, en la prensa de leen, pero, que 
hayan llegado a la institución del Defensor del Pueblo, 
son muy reducidos los casos en que o la persona afecta- 
da ,  o sus familiares o sus abogados nos hayan hecho Ile- 
gar una queja con base testimonial suficiente. Esto es cier- 
tamente así. 

Naturalmente que para nosotros es importante, y lo vi- 
gilamos. Desde el momento en que recibirnos una queja 
en ese sentido enviamos la comunicación pertinente al 
Fiscal General del Estado, por una parte, y al Ministerio 
del Interior, por otra. Así lo hemos hecho en el año 1985, 
en tres o cuatro casos especialmente graves, en uno de 
cllos, el conocido caso de la muerte de Mikel Zabalza así 
lo hici rnos. 

Nosotros cumplimos el deber que teníamos de vigilar 

la Ley antiterrorista (contra la que no recurrió el Defen- 
sor del Pueblo por razones que entiendo que no es nece- 
sario extenderse en ellas, pero que estimamos que eran su- 
ficientes) e inmediatamente recabamos de esta Cámara 
-v,el entonces Presidente de ella nos autorizó con una co- 
municación muv explícita- la cooperación en el control 
parlamentario de la aplicación de la Ley antiterrorista. 

Recuerden ustedes que el artículo 55 de la Constitución, 
que es la base en que se apoya esta Ley excepcional, exi- 
ge una doble condición, que es la intervención judicial y 
el control parlamentario. Por lo menos, el control parla- 
mentario la institución del Defensor lo ha procurado 
realizar. 

El Capítulo de  Justicia nos llevaría lejos porque en 1985 
representa el número uno de quejas recibidas en la insti- 
tución del Defensor del Pueblo. En los dos primeros años, 
1983 y 1984, fueron las cuestiones de Seguridad Social, 
pero va en este año 1985 han quedado superados por las 
cuestiones de Administración de Justicia. 

Ahí incluimos, ciertamente, para que no haya en este 
aspecto una deformación, todo lo que se refiere al funcio- 
namiento propiamente de los jueces y tribunales y a la si- 
tuación penitenciaria, la situación en las cárceles, inclu- 
so a las peticiones de indultos y aplicación del plan de  re- 
habilitación social, que es lo que más abunda. 

En este aspecto nos tropezamos con una limitación de 
nuestra Ley Orgánica: que no podemos inspeccionar di- 
rectamente los juzgados y tribunales. Es obvio que jamás, 
ni el «Ombudsman. cspaño! ni ninguno -salvo el sueco, 
que tiene algunas características especialcs-, puede en- 
trar en la función específica de juzgar. I;I sustantiva de 
juzgar, porque eso es absolutamente clc la iridcpendencia 
del Poder judicial; pero sí, al menos, el ritmo procesal, es 
decir, el cumplimiento de los plazos, etcetcra, v de ahí vie- 
nen las principales quejas que nos llegan: dilaciones gran- 
disimas en la tramitación. sobre todo de procedimientos 
penales y tambikn de procedimientos laborales, y ambos 
afectan mucho a los ciudadanos. Nosotros ahí no podc- 
mos tener una intervención directa sino a través de la Fis- 
calía General del Estado y del Consejo General del Poder 
Judicial, como SS. SS. saben, porque lo hemos expuesto 
varias veces. 

He de decir que durante 1985 nuestras relaciones con 
la Fiscalía General del Estado se flexibilizaron, se hicic- 
ron más fluidas y más cordiales. Nosotros tuvimos que de- 
nunciar aquí en el año 1984 una situación seria casi de 
conflicto institucional con la Fiscalía General, pero eso 
durante 1985 se superó, se atenuó grandemente. 

Y permítanme ustedes que tenga un recuerdo de agra- 
decimiento para la persona del Fiscal General don Luis 
Antonio Burón Barba, porque, gracias a su comprensión, 
durante 1985 mejoraron mucho nuestras relaciones, y 
ahora que ha cesado en el cargo me es más fácil hacerle 
este elogio desinteresado. 

Esperemos que continúe esta línea y que podamos, con 
la cooperación del Consejo General del Poder Judicial, 
mejorar el ritmo en la Admistración de Justicia; no sólo 
que se garantice su independencia, sino que también se 
aumente su eficacia, y eso es muy importante. 
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Tendría que decir algo más en detalle sobre el Tribu- 
nal Central de Trabajo, pero visto que ya, según la nueva 
L~~ Orgánica del Poder Judicial, desaparece y pasan las 
apelaciones en materia de jurisdicción laboral a las au- 
diencias, confiemos en que ese atasco de más de 50.000 
apelaciones congestionando el Tribunal Central de Tra- 
bajo se resuelva. Hemos hecho gestiones con el Consejo 
General y algo se ha mejorado; han enviado allí algunos 
refuerzos para que eso se resuelva. 

Sobre la situación penitenciaria habría mucho que ha- 
blar. Nosotros lo que sí hacemos es insistir constantemen- 
te ante el Ministerio de Justicia en la posibilidad de me- 
jorar la situación cuantitativa de masificación que hace 
imposible el tratamiento humano rehabilitador de los 
presos en las prisiones. 

Nosotros sabemos el esfuerzo que ha hecho el Ministe- 
rio de Justicia para concluir algunas de las cárceles que 
estaban ya iniciadas y por comenzar otras, pero aquí de- 
tectamos una insolidaridad grave por parte de muchos 
municipios que ponen dificultades para la instalación -el 
caso más clásico es el de la cárcel Modelo de Barcelona-, 
para la admisión o para dar licencia para que se constru- 
va una cárcel en su circunscripción. 

Los asuntos económicos los elimino porque ya el tiem- 
po concluye, me refiero a cuestiones con Hacienda. He- 
mos hecho, sí, todo lo que hemos podido para que Ha- 
cienda active la aplicación de la Lev 3711984, de los mi- 
litares de la República, que es una Ley que estimaron in- 
suficiente algunos de los cuerpos afectados, pero que fue 
un paso importante. Lo que ocurre es que la tramitación 
de los expedientes -son casi 60.000 los presentados en 
Hacienda- es lenta, dificultosa, y hemos hecho gestiones 
con el Ministerio, con la Dirección General de Gastos de 
Personal para que eso se solucione. 

Hay otro tema que es muy importante, porque nos ha 
revelado graves injusticias, y es la situación de las perso- 
nas aseguradas en companías de seguros privadas que 
han ido a situaciones de suspensión de pagos o de quie- 
bra, y cuando la persona asegurada ha tenido un acciden- 
te y ha querido percibir la indemnización correspondien- 
te, se ha encontrado'con que la compañía había desapa- 
recido o estaba en esa situación. 

Gracias'a las disposiciones adoptadas por el Real De- 
creto-ley 10/1984, de l l dc julio, sobre saneamiento del 
sector de seguros privados, y a la puesta en marcha de 
una comisión liquidadora, se ha abierto un camino, pero 
que no  se ha desarrollado suficientemente todavía, ya que 
hay muchísimos administrados que tenían seguros y que 
no han podido cobrar la indemnización por estas di- 
ficultades. 

El capítulo de la Administración territorial y local es 
extensísirno; hay que tener en cuenta el número de mu- 
nicipios de nuestro país y,  por consiguiente, el número de 
quejas que llegan. De todas ellas, las que más nos impor- 
ta subrayar son las dificultades que tienen los Avunta- 
mientos, que, después de haber hecho, a veces, planes de 
Urbanizaci6n, expropian y que no tienen previstos recur- 
sos suficientes, con lo cual el pago del justiprecio -y 
máxime cuando ya ha habido ocupación urgente- se di- 

lata de forma extraordinaria. En este sentido, hemos te- 
nido que hacer muchas gestiones en los Avuntamientos, 
primero para recordarles que no entren en planes o, por 
lo menos, que no se inicien expropiaciones sin tener las 
coberturas necesarias. 

Hay también, a veces, fallos en el asesoramiento jurí- 
dico de muchos municipios, que no resuelven adecuada- 
mente y con arreglo a la ley las reclamaciones de los ad- 
ministrados, obligando entonces a intervenir al Defensor. 

Del área del Ministerio de Trabajo nos llegan muchas 
consultas en materia de desempleo, no para crear pues- 
tos de trabajo, aunque recibimos infinidad de peticiones 
en ese sentido, en cuvo caso no tenemos más solución que 
orientarles hacia el Instituto Nacional de Empleo, la De- 
legación adecuada, y vigilar, eso sí, que las Delegaciones 
provinciales del INEM informen bien a las personas sin 
trabajo y que les adviertan que cada año, o cada cierto pe- 
ríodo de tiempo -me parece que es cada tres meses-, tie- 
nen que renovar la petición del puesto de trabajo. Asimis- 
mo, que se cumplan baremos objetivos en la adjudicación 
de los puestos de trabajo. En cambio, lo que sí podemos 
hacer, y estamos haciéndolo, es activar los expedientes de 
subsidio de desempleo y las prestaciones complcmenta- 
rias. Aquí, en materia de trabajo, les puedo decir que sí 
se logró, a lo largo de 1983, que algunas de las sugeren- 
cias o recomendaciones hechas por la institución del De- 
fensor se pusieran en práctica; entre ellas el que se dicta- 
ran normas sobre aquellas relaciones laborales de carác- 
ter especial, como son, por ejemplo, las empleadas de ho- 
gar -hubo un Real Decreto en este sentido en 1983-, re- 
gular las prestaciones de desempleo para los socios coo- 
peradores de las cooperativas. Algunas cosas de este tipo 
se consiguieron. Y luego el Fondo de Garantía Salarial. 
Tal vez sea el servicio del Ministerio de Trabajo donde 
más dificultades tuvimos durante los dos primeros anos 
y algo se mejoró durante 1985, pero no lo suficiente. Es- 
peremos que se siga mejorando, porque dicho Fondo es, 
como ustedes saben, fundamental para los trabajadores 
que pierden, por las razones que sea, su puesto de trabajo. 

Queda todo un amplio capítulo, el de emigración, con 
respecto al cual nos llegan quejas de casi todas las aso- 
ciaciones de espanoles emigrantes, sobre todo en Europa, 
y, particularmente, antes del ingreso en la Comunidad 
Europea. Hemos intentado ser mediadores entre esas aso- 
ciaciones de emigrantes y los órganos del Ministerio de 
Trabajo, pero ahí hay dificultades, hay resistencia, hay 
lentitud. 

Quedan ahora todas las otras áreas -estas seis prime- 
ras áreas están adscritas a uno de los Adjuntos, el Adjun- 
to primer-. Las otras seis áreas de la Adjunta segunda. 

Sanidad y Consumo. Nos preocupamos grandemente 
durante la elaboración de la Ley de Sanidad; no podía- 
mos interferir y no lo hicimos, pero sí insistimos en la im- 
portancia de que se respetaran los deberes y derechos de 
los enfermos y que hubiera una constancia explícita en la 
Ley. Y, felizmente, como ustedes saben, hay dos artículos 
- e l  noveno y el décimo de dicha Ley de Sanidad- que 
recogen una tabla, una carta de derechos de los enfermos. 
Me parece que este es un paso importante, que hay que 
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completar con algo que está incoado en la Ley, pero que, 
por razones de tipo económico o de tipo financiero, no ha 
podido desarrollarse de golpe. Son dos grandes deficien- 
cias en la asistencia sanitaria pública española: en pri- 
mer lugar, la cobertura de la asistencia sanitaria de to- 
dos los espanoles, aunque no tengan recursos suficientes 
y aunque, por las razones que sea, no estén dentro del sis- 
tema de la Seguridad Social. Es un colectivo de un cinco 
por ciento, aproximadamente, y la propia Ley reconoce 
que el servicio público. O el sistema público de sanidad, 
tiene que llegar a cubrir eso gradualmente. Nosotros lo 
que pedimos y cn lo que insistimos ante el Ministerio de 
Sanidad es en que esta gradualidad sea acelerada, porque 
se trata, en efecto, de un sector, el más marginado, el más 
pobre, español, que no queda suficientemente cubierto ni 
con la asistencia privada, porque no tienen medios, ni con 
la pública, porque no forman parte del sistema de la Se- 
guridad Social. En este punto hemos insistido mucho. 

La segunda deficiencia es la asistencia psiquiátrica, que 
es una carencia importante del sistema español. Esto, pa- 
rece que, efectivamente, se ha considerado. Además, la 
disposición transitoria quinta -si no recuerdo mal- de 
la Lev de Sanidad prevé que esto se pondra en marcha a 
medida que las posibilidades del Estado, las posibilida- 
des del erario público y del sistema de la Seguridad So- 
cial lo permitan. Nosotros creemos que es de especial 
importancia. 

Nos han llegado también quejas de mala praxis, es de- 
cir, de personas que creen que sus familiares, el familiar 
de que se trate, han sido objeto dc una mala praxis mé- 
dica y piden investigación. Hemos iniwtigado y hemos 
pedido que se potencie la inspeccion nic'dica, incluso en 
aquellos casos en que no hava habido responsabilidad pe- 
nal, si ha intervenido un juez v él ha dicho que no ve res- 
ponsabilidad ni imprudencia temeraria ni de dolo. Hemos 
pedido que, por lo menos, la inspeccih médica actúe. En 
ese punto seguimos trabajando cerca de la Administra- 
ción pública. 

Quedan los problemas de la toxicomanía. Traigo ahora 
a relación el área que nosotros llamamos de asuntos ge- 
nerales. La a tenc ih  a los drogadictos, a los toxicómanos. 
No me refiero ya a los aspectos judiciales, de interven- 
ción y policiales, dc la lucha contra la droga, sino la aten- 
ción a aquellos drogadictos que desean realmente salir de 
la adicción. Hay, como se sabe, u n  déficit gra\,e de esta- 
blecimientos públicws para el tratamiento especial de los 
toxicómanos. 1.0 único que Iienios podido conseguir es 
que sc acelere, en la medida de lo posible, por las Comu- 
nidades Autónomas y por el Estado, el establecimiento de 
esos centros de toxic6manos y ,  sobre todo, que, en el ám- 
bito penitenciario, el toxicómano quc ha empezado a sa- 
lir de la adicciún no quede en la cárcel; es decir, qur' el 
tosicóriiano que se sonietc a un  tratamiento no quede %ri 

la cárcel, sino que pase a un rkgiincn especial. 
Probleinas del personal sanitario, muchos, sobre todo 

en re lac ih  ~ 0 1 1  la aplicación de la Ley de inconipatibili- 
dades nos llegaron bastantes quejas. 

Para pasar a otro apartado, el mundo de la Seguridad 
Social ya les he dictio que, en 10s dos pritncros ar'ios, ocu- 

pó la cumbre de las quejas recibidas y este último ano dio 
paso a las quejas contra la Administración de justicia, 
pero todavía sigue siendo el segundo de los grandes capi. 
tulos. insuficiencia de las pensiones, aplicación restiicti. 
va de los requisitos exigidos para tener una atención, 
complejidad y lentitud de los procedimientos y tardanza 
son los motivos fundamentales por los que acuden a no- 
sotros los afectados por problemas de la Seguridad Social, 

Es importante decir que alguna de las sugerencias he- 
chas ante esta Comisión, ante esta Cámara, y también di- 
rectamente al Ministerio, al Gobierno, se atendieron. Por 
ejemplo, la supresión del requisito de «alta» para poder 
disfrutar de la pensión de jubilación fue una recomenda- 
ción hecha en el informe de 1983 y que ha tenido su aten- 
ción en la Ley de racionalización de la Seguridad Social, 
la Ley 2611985, del pasado mes de julio. La desaparición 
de los términos de «subnormalidad,) y «subnormal», que 
nos pedían los familiares, también se logró; la revaloriza- 
ción de las prestaciones establecidas por la Ley de inte- 
gración social de minusválidos, que eran prestaciones 
muv bajas v que se han ido subiendo; la eliminación de 
discriminaciones por razón de sexo, la aplicación de rne- 
didas de protección a la familia, etcétera. 

Este apartado de la Seguridad Social es extraordina- 
riamente amplio y eii 61 seguiremos trabajando, porque, 
repito, sigue siendo el segundo gran paquete de quejas. 

De Obras Públicas solamente interesa (interesar, inte- 
resan mucho los problemas, pero yo no tengo derecho a 
cansar más la atención de SS.  SS.) mejorar el sistema dc 
adjudicación de viviendas de protección oficial -hay un 
déficit de viviendas de protccción oficial respecto a la dc- 
niarida de esas viviendas- y las remodelaciones de 
barrios. Las transferencias dc competencias a las Comu- 
nidades Autónomas de una parte del patrimonio de vi- 
viendas que era del MOPU, que era del Estado, pasa a las 
Comunidades, y las Comunidades, creo que con funda- 
mento, exigen que esas viviendas se les entreguen en con- 
diciones de habitabilidad, porque muchas de ellas, o al- 
gunas de ellas, en número bastante suliciente para preo- 
cuparse, :no están en condiciones adecuadas. Todo esto 
origina problemas serios. Ahí no podemos hacer niás que 
pedir una cosa, que es que las adjudicaciones de esas vi- 
\riendas se hagan con arreglo a un criterio enormemente 
objetivo, con fidelidad a los baremos que sc establecen en 
las normas jurídicas adecuadas. 

Y tambitin está el tema del medio ambiente. Han cre- 
cido a lo largo de 1985 las quejas en materia de medio arn- 
biente, pues hav una sensibilización creciente de respeto 
a la naturaleza, de lucha contra las contaminaciones, so- 
bre todo en scctores juveniles, también a vec~'s con un 
cierto componente político, pero, independientemente de 
ello, es cierto que hay cuestiones graves en relación con 
explotaciones mineras, en relación con humos de las ciu- 
dades, en relacihn con la defensa de nuestro litoral, urba- 
iiizaciones indebidas, fuera de los módulos que correspon- 
den, etcktera. Esto nos está d a d o  en los últimos nieses 
especial núnieiu de quejas. 

En materia de transportes, quejas contra la RENFE, no 
taiito dc 10s usuarios de la RENFE, aunque algunos s í ;  
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por ejemplo, en materia de pérdida de mercancías, in- 
demnización, accidentes . No ya de la RENFE, sino res- 
pecto al ((Metro)), se consiguió, como ustedes saben, el se- 
guro del ((Metro)), para los accidentes del ((Metrou de Ma- 
drid, que no había seguro; una recomendación de la ins- 
titucion del Defensor lo logró. Hay también problemas de 
jubilaciones en la RENFE; el personal de la RENFE es 
muy amplio y muy complicadas sus jubilaciones y tene- 
rnos muchas quejas; algunas también relativas a la Tele- 
fónica, pero paso a otro tema. 

De Educación y Ciencia, ahora se han reducido algo, 
pero durante 1985 fueron muchas las quejas en relación 
con los concursos de idoneidad para la permaneiicia en 
la Universidad del profesorado no titular. Hicimos cuan- 
to pudimos, que fue que cuando las reclamaciones nos pu- 
sieron de relieve que había habido irregularidades en las 
comisiones para calificar la idoneidad, apoyamos los re- 
cursos ante el Ministerio de Educación, y un número im- 
portante de eso5 recursos prosperaron y se resolvieron fa- 
vorablemente; algunos están en vía judicial, porque, al no 
resolverse en vía administrativa, acudieron al conten- 
cioso-administrativo. 

Más grave, por lo que se refiere a los alumnos, es, en 
este momento, el desfase, la desproporción entre los alum- 
nos que llegan al momento de entrar en la Universidad y 
las plazas disponibles en las Facultades. Han llegado que- 
jas durante el año 1985, pero más todavía durante 1986, 
de alumnos que, habiendo superado suficientemente los 
niveles para ingresar en la Universidad, y habiendo soli- 
citado estudiar, por ejemplo, Medicina, les envían a estu- 
diar Biológicas u otra materia que nada tiene que ver con 
su vocación ni con su proyecto vital, cuando realmente la 
Ley de Reforma Universitaria obliga a que se atiendan 
hasta el máximo posible esas preferencias vocacionales y 
los resultados de los estudios precedentes. Naturalmente 
que prevé también la Ley de Reforma Universitaria que 
cuando la enseñanza pueda disminuir su calidad, si la 
desproporción de alumnos es grande, se puedan estable- 
cer limitaciones. Pero es un tema muy serio y que vale la 
pena cuidarlo en las fechas sucesivas. 

De la asistencia general psiquiátrica y toxicómanos he 
hablado ya al tratarlo en Sanidad y Consumo, aunque hay 
un área especialmente dedicada a esta materia e.i nues- 
tra Institución. 

Señores Diputados, señorías, disculpen que haya rete- 
nido más de !o pensado su atención. Si realmente me he 
permitido hacerlo es porque como sabía que el reparte, 
la distribución del Informe había sido un poco tardía, me 
parecía que, sobre todo en atención a los que nos honran 
por primera vez con su presencia en esta Comisión, les te- 
nía que dar una visión suficiente del trabajo rcalizado. 
Quedan muchas perspectivas abiertas. Nosotros sabemos 
que no basta exclusivamente con defender la legalidad en 
el funcionamiento de la Administración, cuidar de la tu- 
tela de los derechos fundamentales, sino que también hay 
que abrir caminos para que las directrices que se contie- 
nen en la Constitución puedan ir plasmándose en la 
realidad. 

He dejado sin tocar el tema de los recursos de incons- 

titucionalidad, pero sí me interesa decirles, porque es un 
dato más que estadístico, es un dato realmentc, a mi jui- 
cio, muy importante, que solamente de las numerosísi- 
mas peticiones que tienen ustedes recogidas y enumera- 
das en el resumen, de recurso de inconstitucionalidad, 
nuestra Institución solamente recogió una parte muy re- 
ducida. ¿Por qué? Porque somos conscientes de la necesi- 
dad de mantener un equilibrio entre el respeto a la sobe- 
ranía popular que encarnan en las Cámaras y ,  por otra 
parte, el respeto a lo que dice la Constitución. Solamente 
cuando hemos llegado al convencimiento de que efectiva- 
mente existía una infracción no meramente formal, sino 
substantiva -o nosotros lo estimábamos así-, en la ley 
o disposición de rango legal en que se nos pedía el recur- 
so, lo hemos interpuesto. Los casos que se han interpues- 
to tienen los textos en el tercer volumen, en el anexo quc 
no ha sido impreso por el ((Boletín Oficial)), pero que está 
depositado en la Secretaria, y no sé si por fin se hará o 
no; nosotros hemos dejado ejemplares del texto original 
por si SS. S S .  desean conocer el contenido de los recur- 
sos de inconstitucionalidad interpuestos por nuestra ins- 
titución, y que son bien conocidos. 

Agradezco la atención, la generosa atención de SS. SS., 
y estoy a su disposición, no solamente para contestar aho- 
ra a las preguntas que deseen hacerme, sino también para 
algo que ya expusimos en ocasión anterior: el deseo de po- 
der tener un contacto más frecuente con SS. SS. en esta 
Comisión. Nosotros pensamos que es excesivamente gra- 
voso pedirles que una vez al año se acerquen al volumen, 
muy denso, de nuestras actuaciones, y que tal veL fuera 
mucho más fructífero el que tuviéramos encuentros pe- 
riódicos que nos permitieran ir tratando monográfica- 
mente unos u otros temas. Para eso está siempre a su dis- 
posición la institución del Defensor del Pueblo. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Ruiz- 
Giménez. 

Pasamos ahora a la intervención de los Grupos Parla- 
mentarios. Yo ruego que los que deseen hacer uso de la 
palabra me lo hagan saber en este momento y, por favor, 
para facilitar las tareas de los taquígrafos, indiquen el 
nombre de quién va a hacer uso de la palabra y Grupo al 
que pertenece. LPeticiones de palabra? 

(Piden la palabra los siguientes señores Diputados: Don 
Francisco Moldes Fontán, del Grupo Parlamentario CDS; 
dona Pilar Fernández Labrador, del Grupo Parlamenta- 
rio PDP; don Jordi Casas i Bedós, del Grupo Parlamen- 
tario Minoría Catalana, y don Angel Díaz Sol, del Grupo 
Parlamentario Socialista.) 

El señor PRESIDENTE: Puede hacer uso de la palabra 
la representante del PDP. 

La señora FERNANDEZ LABRADOR: Quisiera expo- 
ner ante la Comisión la dificultad que supone intentar leer 
un informe de 1.160 folios que ha llegado a nuestras rna- 
nos con tan escaso tiempo; poco más que el poema de Dá- 
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mas0 Alonso «El hombre y Dios» hemos podido conocer. 
Suponiendo «a prior¡» la bondad de su contenido, pro- 
pondría a la Presidencia que concediera un tiempo pru- 
dencial para leerlo, y si no lo considera oportuno, procu- 
raremos hacer un esfuerzo desde el día de hoy hasta el 
día del Pleno para su valoración. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Diputada. 
Simplemente, para su ilustración, debo decirle que el in- 
forme del Defensor del Pueblo estaba a disposición de los 
señores Diputados desde el miércoles de la semana pasa- 
da, en que se repartió a los distintos Grupos Parlamenta- 
rios. Por tanto, estaba a disposición de cada uno de los 
miembros de la Comisión con las cuarenta y ocho horas 
reglamentarias. Estoy seguro que, después de la exposi- 
ción del señor Defensor del Pueblo, y con la inteligencia 
de todos los que componen esta Comisión, ya ha habido 
tiempv suficiente como para analizarlo, comentarlo y pre- 
sentar Ir c. propuestas que se requieren. 

Muchas gracias, de todas maneras. 
Tiene la palabra el representante de Minoría Catalana. 

El señor CASAS 1 BEDOS: Señor Presidente, en primer 
lugar, felicitar a la institución del Defensor del Pueblo, a 
la persona que lo representa y a sus colaboradores, por- 
que, como ya dijimos el año pasado en esta misma sesión, 
se ha conseguido consolidar esta Institución, y,  además, 
de una forma palpable, por cuanto hoy nos ha dicho que 
el número de quejas está muy racionalizado, lo que quie- 
re decir que el pueblo, los ciudadanos han comprendido 
cuál es exactamente la función y la misión de un Defen- 
sor del Pueblo. Esto es gracias a un esfuerzo, a un trabajo 
constante y rigurmo de esta Institución, por lo que creo 
que merece la pena felicitar a las personas que la re- 
presentan. 

En segundo lugar, pensamos, como ha dicho quien me 
ha precedido en el uso de la palabra, que, a pesar de que 
hace una semana que tenemos la documentación en la 
mano, el informe es muy extenso, en él se tocan asuntos 
muy importantes y pensamos que no estaría de más otra 
sesión para poder estudiar más a fondo lo que aquí se 
plantea. 

A nosotros sí que nos preocupa del informe de don Joa- 
quín Ruiz-Giménez, cn primer lugar, esta actitud que se 
nota en algunas partes dc la Administración, que ya cons- 
tatamos también el año pasado y que vemos que no ha 
mejorado, y el grave problema creado con la Administra- 
ción de Justicia, que ocupa una amplia parte del informe 
que se nos ha entregado. 

Creemos que éstos son temas muy delicados que habría 
que estudiar muy a fondo y me sugieren que esta Comi- 
sión, como apuntaba el Defensor del Pueblo al final de su 
intervención, debería tomar un papel más activo en todas 
estas cuestiones para ayudar a resolver estas actitudes y 
deficiencias que se señalan en el informe. 

Por otra parte, estamos satisfechos con la intervención 
de don Joaquín, en el sentido de la estrecha colaboración 
y la fluidez de las relaciones que tiene, en nuestro caso es- 
pecial, con el «Sindic de Greuges». Esta es una forma de 

actuar positiva que, en definitiva, incide en el objetivo fi- 
nal de todos, que es proteger los derechos de los ciudada- 
nos. Nos felicitamos y le felicitamos a él por esta fluidez 
en las relaciones con sus colegas autonómicos, porque 
pensamos que es la función básica para que se puedan 
realizar sus objetivos. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Casas. 
Tiene la palabra el representante del CDS. 

El señor MOLDES FONTAN: El Grupo Parlamentario 
CDS quiere inicialmente manifestar su satisfacción por la 
comparecencia del Defensor del Pueblo en esta Comisión 
y felicitarle tanto a él como a sus asesores por el magní- 
f:co trabajo realizado a lo largo de estos prácticamente 
tres años. 

Al mismo tiempo esta felicitación se basa, además, en  
el magnífico informe, que consideramos muy sistemático 
y ordenado, que se nos ha entregado hace ya algunos días, 
informe que, a nuestro juicio, permite una primera 
aproximación global antes de centrarnos en aquellos as- 
pectos concretos que nos interesa comentar. 

De la lectura del mismo se deduce, en primer lugar, que 
la distancia entre la España oficial y la España real es to- 
davía demasiado considerable como para caer en la ten- 
tación de la satisfacción en el análisis de ia verdadera si- 
tuación de muchos de los derechos básicos de los ciuda- 
danos. De este modo, el informe, a nuestro juicio, se con- 
vierte en un termómetro, en la auténtica radiografía de 
la España de hoy en cuanto a estos derechos básicos ya  
comentados. 

A l  contrario, por ejemplo, de lo que ocurre en las en- 
cuestas, en las que las personas responden a las cuestio- 
nes concretas con escaso margen para la opinión, las que- 
jas constituyen una gran tribuna popular que los políti- 
cos, y preferentemente el Gobierno como responsable úl- 
timo de la Administración, debemos prestar una mayor 
atención para no caer en el triunfalismo y mucho menos 
en la inercia. 

No es nuestra intención, ni muchísimo menos, conver- 
tir el informe del Defensor del Pueblo en arma arrojadiza 
contra el Ejecutivo. Al contrario, queremos que éste sirva 
de acicate para que todos los que tenemos responsabili- 
dades políticas, tanto desde la oposición como desde el 
Gobierno, colaboremos en la solución de tantas y tantas 
quejas presentadas. 

Desde el progresismo que nos caracteriza como Grupo, 
queremos destacar un aspecto que el informe señala y que 
nos parece muy preocupante. ((Estadísticamente -dice el 
informe-, los españoles comprendidos entre los 58 y los 
68 años y, al mismo tiempo, los comprendidos entre los 
20 y 30 años, son los que más quejas presentan a la ins- 
titución del Defensor del Pueblov. 

Para nosotros eso pone de relieve, en primer lugar, que 
la capacidad de ofrecer un retiro digno al sector de los 
que ofrecen como «curricuIumu una vida de trabajo es 
muy débil. Por otro, tan alto porcentaje de quejas entre 
el sector joven no es sino el reflejo de lo que todos cono- 
cemos: la lacra social del paro, perceptible con mucha cla- 
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ridad al leer el informe y ,  desde luego, más perceptible 
que lo que se ve a través de las frías cifras estadísticas, 
quc últimamente se suelen presentar bastante «desea- 
feinadas)). 

En segundo lugar, se deduce que un sistema social que 
es incapaz de ofrecer un horizonte de trabajo a los que em- 
piezan y una digna puesta de sol a los que terminan es 
un sistema que no funciona y que pone de relieve las tre- 
mendas injusticias sociales que existen en nuestro país. 

El mismo informe dice que por cada queja presentada 
por los europeos occidentales a los Defensores del Pueblo 
respectivos se presentan en España cuatro. Creemos que 
eso marca de alguna manera el grado de satisfacción de 
unos y el de insatisfacción de otros. 

Ante esta misma Comisisón el año pasado decía el ilus- 
tre Defensor del Pueblo lo siguiente, y leo textualmente: 
((Subsisten pasividades, a veces resistencias, en algunos 
órganos de la Administración pública)). Y añadía más ade- 
lante: «En el informe próximo del ano 1985 se verá inclu- 
so, que algunas de esas resistencias se han logrado supe- 
rar».  En la introducción al informe de este año menciona 
lo siguiente: «La erosionante tensión que se origina en 
muchos de los organismos públicos a los que se interpela 
con incesante multiplicación de solicitudes de informes, 
requerimientos ante las demoras o ambigüedades en las 
respuestas e incluso severos recordatorios de deberes 
legales». 

La confrontación de ambos textos, de los años 1984 y 
1985, parece indicar que los deseos de una mayor agili- 
dad por parte de la Administración no se han cumplido, 
lo cual entendemos que no deja de ser preocupante, ya 
que las pasividades y las resistencias son el primer esco- 
llo que necesariamente se debe salvar. 

Otra de nuestras grandes preocupaciones, una vez leí- 
do el informe, en la línea de lo ya expuesto, es el tema de 
la Justicia. Recojo unas cifras. El número de quejas en el 
año 1983 en el área de Justicia era del 12 por ciento; en 
el año 1984, del 16 por ciento, ocupando el segundo lu- 
gar, y ahora, en el año 1985, del 20 por ciento, pasando 
al primer lugar. De esas quejas, dice también el informe, 
el 30 por ciento se refieren a deficiencias del régimen pe- 
nitenciario y también un alto porcentaje sobre la lentitud 
en la ejecución de los procesos y de las sentencias. 

Nuestro Grupo es consciente de las enormes dificulta- 
des presupuestarias que tiene que afrontar el Minsisterio 
de Justicia. Pbr eso esperamos con sumo interés a ver en 
los Presupuestos Generales que próximamente se van a 
presentar ante las Cámaras si realmente existe una au- 
téntica voluntad política de solucionar estos graves pro- 
blemas que una y otra vez se repiten en los informes del 
Defensor del Pueblo. 

En el área de seguridad social y bienestar, la segunda, 
creo recordar, en cuanto al número de quejas, dice el in- 
forme que el contingente más numeroso se refiere a los de- 
rechos económicos, sociales y culturales de los españoles. 
Ello preocupa enormemente a nuestro Grupo, especial- 
mente en lo que se refiere a los minusválidos, a las pres- 
taciones sociales y a la invalidez permanente. Si dos fun- 
damentos básicos de una sociedad, como son el derecho- 

a la justicia y a la seguridad y bienestar sociales, origi- 
nan entre ambos el 34 por ciento de las quejas de los es- 
pañoles, es que todavía estamos en una situación preca- 
ria, lo suficientemente precaria como para aunar esfuer- 
zos tanto la Administración central como las Autonómi- 
cas, las Administraciones locales, partidos y sindicatos, 
esfuerzos que, en una línea auténticamente progresista, 
posibiliten una España más justa, una España en la que 
la igualdad de oportunidades sea una realidad y no una 
mera utopía. 

Por último, me quiero referir a un capítulo que concen- 
tra, a la vista del informe, algo más del ocho por ciento 
de las quejas y ocupa el quinto lugar en esa lista de doce 
áreas .tratadas; me refiero al área de Educación y Cultura. 

La modernización de las estructuras sociales y la lucha 
contra las desigualdades, pasa inexorablemente por con- 
vertir en real el acceso de todos los españoles a la educa- 
ción, a una enseñanza de calidad, para que a partir de 
ahí, sea el estudio, el esfuerzo personal y el trabajo el úni- 
co elemento de diferenciación. Estamos totalmente con- 
vencidos de que el futuro de un país se detecta inmcdia- 
tamente analizando el grado de eficacia de su sistema 
educativo. 

A la vista del Informe, todo parece indicar que estamos 
todavía muv lejos de una enseñanza de calidad. Es cierto 
que se ha hecho un esfuerzo cuantitativo, muy apreciable 
cn los últimos años, pero la auténtica batalla por la eali- 
dad de la enseñanza pensamos que todavía está por ¡ni- 
ciarse. Parece ser que el próximo año el Ministerio de 
Educación va a presentar un proyecto de ley de ordena- 
ción del sistema educativo, y esperamos con ansiedad que 
dé respuesta a la grave deficiencia en la calidad de la en- 
señanza. Y ya para terminar, quiero reiterar mi felicita- 
ción inicial al Defensor del Pueblo y a sus colaboradores 
por el importante trabajo desarrollado en estos años, por 
el magnífico Informe y quiero también decirle que canta- 
rá siempre con la colaboración del Grupo Parlamentario 
del Centro Democrático y Social, en la búsqueda de solu- 
ciones a cualquier injusticia cometida con los ciudada- 
nos. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. El señor Gil 
Lázaro, representante del Grupo Popular, tiene la pa- 
labra. 

El señor GIL LAZARO: Gracias, señor Presidente. En 
primer lugar, cómo no, celebro una vez más el encuentro 
con el excelentísimo señor Defensor del Pueblo, sus Ad- 
juntos, y en su representación, a todas las personas que 
colaboran de una manera activa, esforzada y vocacional, 
en el trabajo de aquella Casa. 

Sin ánimo alguno de abrir una especial polcimica, y mu- 
cho menos una polémica de procedimicnto, si tengo, sin 
embargo, que señalar, que el Grupo Parlamentario Popu- 
lar, habida cuenta de las vicisitudes surgidas en torno al 
que hemos dispuesto para poder conocer y estudiar este 
informe, solicitará una nueva comparecencia del señor 
Defensor del Pueblo, a ser posible el próximo mes, para 
poder analizar más detalladamente y en profundidad 
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cuestiones puntuales y concretas, que han de surgir sin lu- 
gar a dudas, de una aproximación a este texto. 

Es obvio que nos gustaría, y estamos convencidos de 
que eso podrá ser así, que esa solicitud no fuera exclusi- 
vamente de este Grupo, sino que pudiera ser formulada 
conjuntamente por la mayor parte de los Grupos Parla- 
mentarios. Y ello, por una razón fundamental, porque en- 
tendemos (y lo hemos venido diciendo a lo largo de la pa- 
sada legislatura) que el trabajo de esta Comisión tiene que 
estar presidido siempre por una mira y una vocación de 
claro signo institucional. Hemos dicho que creíamos que 
la Institución del Defensor del Pueblo no puede ser, en 
modo alguno, un pim-pam-pum de feria sobre el cual unos 
y otros nos crucemos acusaciones mutuas. Por el contra- 
rio, la Institución del Defensor del Pueblo, desde la ópti- 
ca dc mi Grupo Parlamentario, es una institución clave 
para 31 asentamiento auténtico y sólido de la Democracia 
y yo diría que ello está en el espíritu de muchos de nues- 
tros conciudadanos. Y esto es así porque esa institución, 
cn csa función de diálogo, acerca no solamente al admi- 
nistrado con la Administración, sino que, aún más allá de 
el.lo, acerca al proyecto constitucional con la realidad viva 
y de todos los días, sentida y ejercitada en nuestras calles. 

Estamos convencidos, por tanto, de que ese ejercicio 
institucional de los trabajos de esta Comisión nos obliga 
a todos a un doble compromiso: obliga a la oposición, a 
los grupos de la oposición, a no hacer arma arrojadiza de 
los datos, siempre interesantes, siempre ricos y siempre 
veraces, que el Defensor deja plasmados en sus trabajos, 
pero obliga también a la Administración y al Grupo que 
sostiene al Gobierno hoy, a cualquier Grupo de la mayo- 
ría mañana, obliga digo, a que el Defensor sea realmente 
visto y comprendido como lo que es, pues si malo sería, 
insisto, hacer de la Institución un arma arrojadiza de la 
oposición frente a la Administración, malo sería también 
que la Administración, con actitudes poco comprensivas, 
de sustracción de información o de poca atención a las re- 
comendaciones y sugerencias de la Institución, dejara o 
intentara dejar a ésta sin sentido práctico. No  decimos, 
ni mucho menos, que ésta sea la situación que se está pro- 
duciendo y queremos dejar claro que no estamos dicien- 
do eso; simplemente estamos haciendo una enumeración 
de principios de un marco en el que todos tenemos que 
jugar con lealtad, e insistimos, con un profundo sentido 
institucional. 

Como bien decía don Joaquín Ruiz Giménez, la Insti- 
tución ha superado ya su línea del Ecuador y por ello es 
de agradecer que en este informe que obra ahora en nues- 
tro poder, no solamente se haya hecho un análisis de lo 
que ha sido el ejercicio de las tareas de la Institución du- 
rante 1985, sino que se haya querido dar una óptica mu- 
cho más omnicomprensiva, vertebrando lo que ha sido la 
experiencia de tres años. Nosotros tenemos que decir que 
desde el Grupo Parlamentario Popular, consideramos que 
esa experiencia es positiva, que ha sido una experiencia 
enriquecedora y desde luego es gratificante para nuestra 
democracia. 

Tenemos, una vez más, que hacer mención y expresar 
nuestra gratitud al esfuerzo denodado del Defensor, de sus 

Adjuntos, de todo el personal al servicio de aquella Casa, 
por cuanto comenzó el ejercicio de sus funciones en una 
situación clara de precariedad, teniendo que empezar a 
atender, al mismo tiempo que se instalaba la Casa, las pri- 
meras quejas, muy numerosas en su primer momento, 
como consecuencia no solamente del cambio en la inspi- 
ración de nuestra sociedad, del deseado cambio en la ins- 
piración de nuestra práctica política, sino como conse- 
cuencia, lógicamente también, de viejas situaciones hc- 
redadas. 

El funcionamiento de la Institución (por hacer refereii- 
cia al primero de los grandes apartados que han articu- 
lado la exposición, hoy aquí, del senor Defensor del Pue- 
blo) es desde luego perfectible, es un compromiso que a 
todos nos vincula, pero no deja de ser cierto que ha me- 
recido y ha ganado, no solamente la confianza y el respe- 
to de los poderes públicos, sino también la confianza y cl 
respeto de los ciudadanos, de aquellos que se sienten mas 
indefensos, que económica o culturalmente se sienten más 
desprotegidos, más débiles, que saben ya que tienen en el 
Defensor del Pueblo un instrumento, un cauce de accrca- 
miento de la Administración a sus problemas y ,  en todo 
caso, un gran campo para la audiencia. 

Evidentemente, el Informe del año 1985 sigue ponien- 
do de manifiesto alguna de las graves carencias de nues- 
tra sociedad; carencias que, insisto, no deben ser atribui- 
das con exclusividad a este o aquel Grupo político. Son 
carencias que, al margen del debate político que tiene que 
realizarse en otros foros, que posiblemente no deba rea- 
lizarse en el seno de esta Comisión, nos obligan a todos a 
actuar con prontitud, porque seguimos teniendo una Ad- 
ministración que es poco ágil, que en muchas ocasiones 
actúa con un sentido autoritario de prepotencia en la re- 
lación con los administrados, que parece ser concebida 
como un fin en sí misma y no, evidentemente, como un 
gran instrumento nacional de servicio para el mejora- 
miento de las condiciones de vida de todos y cada uno de 
nuestros conciudadanos y por ello, de reafirmación de su 
condición de tales ciudadanos. Contamos todavía con una 
Administración que, como senala el propio Informe, en 
muchas ocasiones y a pesar de que reconocemos que en 
otras, evidentemente, cumple y sabe cumplir, manifiesta 
su falta de costumbre de ser controlada y se resiste a cam- 
biar de criterio, como hoy mismo senaraba el Defensor, 
se resiste a adoptar actitudes más flexibles e incluso de 
algo que debe ser un elemental principio en la actuación 
de la Administración (hablando en términos generales no 
quisiera que se entendiera esto como una referencia ex- 
clusiva a la actu,al Administración), que se resiste, digo, 
a hacer práctico aquello que debe ser principio fundamen- 
tal del ejercicio de la Administración, como es la tarea de 
informar puntualmente a los administrados. 

Esa Administración, que sigue precisando de serias y 
profundas reformas, tiene una manifestación grave en lo 
que afecta a la Administración de Justicia. 

Los ciudadanos dicen claramente a la institución que 
contamos con un sistema de Administración de Justicia 
anclado en el pasado, poco operativo, a pesar, desde lue- 
go, y dejándolo fuera de toda duda, del esfuerzo indivi- 
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dual, del esfuerzo abnegado de sus profesionales. Pero es 
un sistema de Administración de Justicia que, especial- 
mente en el orden penal v en el orden laboral, crea serios 
problemas a nuestros conciudadanos. 

En definitiva, el Informe del Defensor del Pueblo de este 
año 1985, nos sigue diciendo que hay que mejorar en la 
concepción y en la práctica de todas aquellas realidades 
que pueden facilitar la realización de una sociedad más 
digna, más habitable y ,  por tanto, hacer que ese proyecto 
constitucional, con cuya referencia el Defensor cerraba su 
intervención, no sea simplemente una oración teórica, 
sino que tenga día a día una plasmación real. Porque es 
preciso, no solamente que la mejora de la Administración 
en todos sus niveles y por descontado de la Administra- 
ción de Justicia, pueda asegurar una protección efectiva 
de los derechos de los ciudadanos, sino que es preciso 
tambicn que el ciudadano encuentre un cauce para la rea- 
lización de unas mejores condiciones de vida. 

El Informe del Defensor nos dice qve queda mucho por 
hacer en materia de sanidad; el Informe del Defensor nos 
dice que queda mucho por hacer en materia de Seguri- 
dad Social. Evidentcnicnte, iio sólo el Informe del Defcn- 
sor, sinv la propia realidad del país nos indica que queda 
mucho por hacer en materia de traba,io. 

Yo creo que con el análisis sereno, objetivo y desde lue- 
go no sectario de la información que el Defensor nos ofre- 
ce en  su Informe, podemos extraer ob,jctivos, nortes v 
rumbos para nuestro trabajo. 

Creo finalmente que la perspectiva quizá más aprc- 
miantc que pueda tciicr no la institución, sino esta Comi- 
sión, es la clarificación, la determinación de lo que que- 
remos hacer. Tres anos de trabajo de la Institución per- 
miten ya discernir claramente si se quiere hacer de ella 
una auténtica pieza básica del entramado institucional, o 
si se la quiere tener simplemente como una pieza de 
adorno. 

Desde luego, el Grupo parlamentario de Coalición Po- 
pular entiende que la función básica de la Institución, 
como acercamiento, como cauce dc diálogo entre la Es- 
paña oficial y la España real, merece una dedicación que 
permita, en todo caso, que esa Institución en sus traba- 
jos, en sus recomendaciones, en sus sugerencias, en su fun- 
ción de diálogo, en su función -permítaseme la expre- 
sión, que no es exacta- fiscalizadora o de control pueda 
sentirse arropada por quien es, de alguna forma, su ((alma 
mater)), es decir estas Cortes Generales. 

En consecuencia, y para terminar, nosotros anuncia- 
mos que es propósito de este Grupo parlamentario que en 
la Legislatura que ahora se inicia, la Comisión del Defen- 
sor tenga un auténtico protagonismo, tenga una auténti- 
ca relación directa con la propia Institución. Aquí hay 
mucho por hacer y el Reglamento asi nos lo permite. Aquí 
habrá que traer, en el futuro, a aquellos responsables ad- 
ministrativos que, de una forma u otra, han venido hur- 
tando, han venido evadiendo las comunicaciones con el 
Defensor. Aquí habrá que dialogar con quienes correspon- 
da sobre el sentido de las recomendaciones y de las dife- 
rencias que de la Institución emanan. Aquí, en definitiva, 
se tiene que hacer ver a la sociedad espanola y a la Ad- 

ministración pública, a todas las administraciones públi- 
cas, que efectivamente la Comisión del Delensor del Puc- 
blo está dispuesta a actuar dctrás de la Institución. en 
apoyo, en salvaguarda, en impulso de su propia actividad. 

Señor Defensor del Pueblo, nosotros no  tenemos más 
que renovar nuestro agradecimiento v decirle que desde 
luego ese esfuerzo, esa dedicación, csa vocación que us- 
ted mismo, sus colaboradores, todo el personal de aquc- 
Ila casa han pucsto, v gcncrosamcnte, al servicio de su no- 
ble misión, quiere ser correspondida por la dedicación, 
por el esfuerzo, por la vocaciOn de este Grupo parlamcn- 
tario para que todos juntos podamos hacer mucho más 
amplias las avenidas de la libertad y desde luego una so- 
ciedad en la que todos puedan tener sitio y voz, v como 
dijo aquel político español de la 11 República, en la que 
todos los hombres puedan hablar con su voz y con su cs- 
tatura propia. 

Muchas gracias. 

El senor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Gil 

El #señor Diaz Sol, d c b l  Grupo Socialista, tieiic la pa- 
Lázaro. 

labra. 

El señor DIAZ SOL: Sean mis primeras palabras para 
unirme a la lelicitación de los Grupos que han intcrvcni- 
do anteriormente por la prcscntacibn de este tercer Infor- 
me anual de la institución del Delensor del Pueblo, y para 
ina n i fe s t a r t a m b i 6 n n ues t ro agradcc i mi c t i  t o a 1 se ñor 
Ruiz-Ginii.nez, porque una tarea como la de la Institución 
la lleva con el rigor que Ic carcterika y con la eficacia que 
dcinucstra este resunien que ha hecho de la labor de cs- 
tos primeros tres anos de trabajo de la Institución, que in- 
dican que es algo va consolidado en nuestro ordenamicii- 
to constitucional v que está siendo realmente eficaz para 
corregir aquellos dcsequilibrios que cualquier sociedad 
moderna que avanza va produciendo en su desarrollo, 
dando lugar a que, por tanto, gracias a esta institución y 
con la colaboración de todos, procuremos que los mismos 
sean menores. 

Satisfacción tambi6n porque este Informe abra practi- 
camente la nueva Legislatura -creo que es importante 
resaltar este aspecto-, v tambikn satisfacción porque los 
socialistas tenemos quizií a gala estar estrechamente l i -  
gados a la historia clc la concepción, desarrollo e impulso 
de esta InstituciUn ~ l c l  Defensor del Pueblo. 

Por tanto, parn nosotros, como Grupo Parlamentario 
Socialista, es fundamental el apoyo que el Parlamento tic- f nc que realizar a la Institución del Defensor del Pueblo v 
nuestro compromiso de que ese apoyo será firme, en esa 
labor, en esa función suasoria que a veces tiene algunos 
impedimentos o algunas dificultades y que nuestro Gru- 
.po estará siempre detrás de ese fortalecimiento, de esa 
función tan importante para toda la sociedad. 

Quiero felicitar a todo el equipo que colabora con us- 
ted porque demuestra en este Informe la labor realizada 
y la abnegación que han tenido no sólo en cumplir lo que 
dice la Ley, sino a veces buscando fórmulas nuevas que 
eviten caer en la rutina, que eviten caer en la burocracia, 
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y que hacen de la actividad de la Institución una activi- 
dad viva que está al son de la sociedad con la que se 
relaciona. 

Tambikn al inicio de mi intervención quiero ponderar, 
aunque haya sido el punto final que ha tratado el señor 
Ruiz-Giménez en su intervención, la prudencia con que 
han ejercido esa función fundamental de control de la 
constitucionalidad. Una prudencia que se demuestra en 
el informe al que hemos tenido acceso y a c u y  trav6s se 
complementa ese arco de vigilancia que todas las institu- 
ciones del Estado tenemos obligación de mantener para 
preservar el buen funcionamiento y el debido respeto a la 
Constitución. Creo que el papel realizado en este tiempo 
por la Institución del Defensor del Pueblo es realmente 
importante por su seriedad v por la ponderación con que 
ha actuado en este terreno. 

Para el Grupo Socialista es realmente digno de mani- 
festar que lamentamos esas resistencias que aún pcrma- 
ncccn en la Administracibn. Creemos que es algo que hay 
que eliminar y volvemos a ratificar aquí nuestro apoyo 
en ese sentido; pero desde luego tainbibn tenemos que re- 
saltar, y es la impresión que hemos sacado de la lectura 
detenida del Informe de este ano y del resumen que se 
hace de los dos anos anteriores, que se producen avances 
cn la relación con la Administración, que se producen lór- 
mulas de mayor íluidci. en la relación con la Administra- 
ción y que cs indudable quc no podemos aspirar a que vi- 
cios adquiridos durante anos, sean, por el solo impulso de 
una Institución del Estado, corregidos en el corto plazo 
de tres años. Para ello nosotros instamos al Defensor del 
Pueblo a que siga en esta labor porque una Administra- 
ción eficaz y una Administración que mire hacia el ciu- 
dadano es objetivo de todos los que estamos en esta Cá- 
mara por voluntad popular. 

Tambikn deseo resaltar la muestra que se da en el In- 
forme de la permeabilidad de la Administración a las re- 
comendaciones del Defensor del Pueblo. Son muchos los 
Departamentos que han incorporado -bien en forma de 
provectos de ley o bien bajo otras formas legales- mu- 
chas de las recomendaciones que el Defensor del Pueblo 
ha hecho a lo largo de su ejecutoria. Tambibn hav que de- 
cir que aquellas que a lo mejor no han sido incorporadas 
tienen mucho que ver, no sólo con la intención o con la 
voluntad política de la Administración o del Gobierno en 
cada momento, sino con los recursos económicos quc mu- 
chas i'ccc's limitan y coartan la posible voluntad política 
dc llevar adelante esos vbjetivos. 

Tengo que resaltar quizá 1ambii.n esas nuevas fórmu- 
las de acceso a la Administración de Justicia, esa mejora 
en las relaciones con la Fiscalía General del Estado, que 
creo que van a facilitar el quc se pueda gestionar con ma- 
yor agilidad ese importante número de quejas que se pro- 
ducen en relación a esta actividad de la Administración. 

Pese al esfuerzo importante realizado en la legislatura 
anterior, en cuanto a dotación de las infracstructuras, es 
indudable que nuestra Administración de Justicia aún no 
satisface plenamente a los ciudadanos. En ese sentido. 
creo que continuando con el impulso del señor Defensor 
del Pueblo, la voluntad política del Gobierno, manifcsta- 

da  va en la legislatura anterior v de este nuevo Gobierno, 
con arre'glo a los programas planteados en la contienda 
electoral, esperamos que estos importantes defectos que 
se producen en el funcionamiento vayan teniendo solucio- 
nes cada vez más prácticas y que consigamos una justi- 
cia de acuerdo con la voluntad de  todos los españoles. 

Por último, harb una breve pregunta en el tema de los 
supuestos malos tratos que usted ha denunciado en su in- 
tervención. Ha dicho que no han sido cuantitativamente 
importantes, pero sí cualitativamente. Quisiera saber si 
el Defensor del Pueblo ha tenido constancia de que algu- 
na de  estas denuncias de supuestos malos tratos 1 1 0  cstán 
sometidas a procedimiento judicial o haya habido alguna 
dejación en este sentido por parte de los responsables en 
la materia. 

Para finalizar, vuelvo a manifestar nuestra felicitación 
por este esfuerzo importante que ha llevado a la consoli- 
dación de una institución fundamental; me uno a la pe- 
tición de  otros Grupos para que en un futuro próximo ten- 
gamos reuniones más sectoriales v más concretas que nos 
permitan profundizar y participar tambikn de la volun- 
tad de los demás Grupos de darle a esta Comisión, en el 
inicio de esta legislatura, el papel que le cor respode  para 
que no se encuentre a veces tan sola la Institución del De- 
fensor del Pueblo y reciba ese apoyo parlamentario que 
ha reclamado e n  su intervención. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, scñor Díaz 

El señor Ruiz-GimCncz tiene su turno para replicar a 
Sol. 

las inlcrvcncioncs de los Grupos. 

El señor DEFENSOR DEL PUEBLO (Ruiz-Giménez v 
Cort6s): Para compensar el exceso de mi primera inter- 
vención, tratar6 ahora de ser lo más lacónico posible, lo 
cual no obsta para que efusivamente dé las gracias, ex- 
prese mi gratitud. propia y de todos mis colaboradores en 
la Institución, por las palabras, a mi entender, muv gene- 
rosas de todos los Grupos Parlamentarios, más que sobre 
la labor ya realizada, sobre el futuro. El sentirnos, en pri- 
mer lugar, comprendidos v luego estimulados por los Gru- 
pos Parlamentarios es lo que realmente más nos impulsa 
a continuar nuestra tarea v a mejorarla hasta el máximo 
posible. Digo esto va como expresión general para no te- 
ner que repetirlo en las intervenciones que amablemente 
han hecho cada uno de  los Grupos Parlamentarios. 

En primer lugar, en cuanto a la primera intcrvención, 
la de la Diputada portavoz del Partido Demócrata Popu- 
lar, ya indiquk que sentía que no hubiera estado el texto 
impreso distribuido con meses de  anticipación. Nosotros 
lo entregamos en abril, pero por razones cxplicables, al 
ser disueltas las Cortes, no se imprimió hasta después. La 
manera de  corregir esto, en la medida de lo posible, es 
que la Institución del Defensor del Pueblo está dispuesta 
a acudir, si se desea, a esta Comisión en días próximos, 
en semanas prbximas, cuando el señor Presidente v los 
Grupos Parlamentarios lo pidan; independicntcmentc de 
que la intervención ante el Pleno pueda mantenerse para 
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la próxima sesión del dia 23, quedamos siempre a su dis- 
posición para dar las informaciones complementarias. 

En cuanto al Grupo de la Minoría Catalana, quisiera 
simplemente decir que efectivamente la relación con el 
((Sindic de Greuges» ha sido excelente, casi diría que 
ejemplar. Nos ha permitido avanzar sin ninguna dificul- 
tad, coordinando, mediante contactos frecuentes, nuestra 
acción para que todos los ciudadanos radicados en Cata- 
luña pudieran obtener la mayor v más rápida defensa de 
sus derechos. Ha actuado él, o hemos actuado nosotros, 
sin la menor fricción, sin el menor roce, lo cual LIS esti- 
mulante porque puede servirnos de pauta para las rela- 
ciones con los demás defensores autonómicos de las res- 
pectivas Comunidades que lo tienenc. 

El tema de la lentitud en la Administración de Justicia 
ha pasado a ser uno de los temas prioritarios, el que más 
nos ha preocupado, v sobre el he de decir lo siguiente: no 
solamente que nuestra relación con la Fiscalía General, a 
lo largo de 1985, y a lo largo, claro, tambikn, de 1986, se 
hizo más fluida, más recíprocamente comprensiva, por- 
que nosotros nos dábamos cuenta de las dificultades que 
el propio Fiscal General del Estado tenia para informar- 
nos de procedimientos que se llevan en muy distintas par- 
tes de España y de muv distinta índole, porque una cosa 
son los de carácter penal, donde la urdimbre, la contex- 
tura de la Fiscalía General tiene muchas más facilidades 
que en materia civil, laboral o contencioso-administrati- 
va,  no solamente ha sido eso, sino que, sin ocultárselo en 
modo alguno al Fiscal General, sino sabiéndolo él, hemos 
tenido contactos más directos con el Consejo General del 
Poder Judicial, y en &te se ha constituido una ponencia, 
Ilam6mosla así, de tres de sus miembros para la relación 
constante con la Institución del Defensor del Pueblo, so- 
bre todo cuando hemos tenido que denunciar o poner de 
relieve irregularidades que ya no eran exclusivamente la 
lentitud en el procedimiento, sino, a veces, otras anoma- 
lías, siempre referentes al rito procesal o a las oficinas, al 
servicio público de la Administración de Justicia. Nunca 
hemos entrado y,  naturalmente, ni podemos, ni debemos, 
ni queremos, entrar en la función estricta de juzgar en 
cuanto al fondo de  un asunto, pero sí en que se rcsolvic- 
ran determinadas anomalías, por ejemplo, Juzgados quc 
han estado tres y cuatro años sin cubrir, o donde la alter- 
nancia, la sucesión demasiado rápida de jueces hace que 
el juez que llega se encuentre con una acumulación de 
asuntos del anterior y busca salir lo antes posible de ese 
Juzgado. 

En esos casos hemos tenido contactos muv directos con 
la ponencia, y creemos que se abren caminos importan- 
tes, no sólo en Cataluña, sino en el resto de España. 

Agradecemos mucho, ya lo he dicho, no va las palabras 
generosas, sino también las orientaciones que el reprcsen- 
tante del Centro Democrático y Social nos ha hecho Ile- 
gar. Nosotros sí quisiéramos que este informe, los tres vo- 
lúmenes de este informe, va reducidos a uno en el texto 
impreso v a disposición de SS. S S .  el tomo 111, que es don- 
de se contienen todos nuestros escritos de recurso de in- 
constitucionalidad, fueran como un punto de información 
primariamente para los señores Diputados y los señores 

Senadores. Naturalmente que esto, al ser publicado, pasa 
a la prensa v por ésta a los ciudadanos, pero los destina- 
tarios directos son los parlamentarios, porque, en defini- 
tiva, lo que a nosotros nos importa es que los que repre- 
sentan a la voluntad popular en estas Cámaras conozcan 
datos muv objetivos. 

Se trata, no de una encuesta -en el sentido sociológico 
del términc+ preparada, sino de una espontánea acumu- 
lación de testimonios, va más de 55.000 en los dos prime- 
ros años. En este momento hcnios recibido 90.000 quejas. 
En el año 86 llevamos ya más de 10.000 quejas, que su- 
madas a las anteriores se acercan a las 90.000 en estos 
cuatro años. Ahí hay un material importante, porque son 
quejas de pcrsona?úc distintas edades, distinto sexo, dis- 
tinta s i t u a c i h  social, etcétera, que realmente permiten 
un estudio sociológico en profundidad de la España real. 

Efectivamente, nos ha preocupado desde el primer mo- 
mento que las dos crestas de la línea estadística por edad 
de nuestros reclamantes son los jóvenes y los ancianos. 
Los ,jóvenes, capitalmente por el problema del descmplco. 
pero no sólo por ello, también por problcrhas de cduca- 
ción v cultura, v los ancianos no solamente por Las pcn- 
siones y dificultades anejas a ellas, sino por las rcsidcn- 
cias de  tercera edad. Quiero mencionar esto cxprcsamcn- 
te porque hay que multiplicar el número de residencias 
y facilitar el acceso a ellas de estas personas. El ideal se- 
ria que las familias pudieran seguir cuidando dc sus ma- 
vores, pero la vida moderna no lo hace posible. Estas re- 
sidencias, con un gran sentido humano, pueden ser muy 
importantes para atender esos derechos de la tercera edad 
que constitucionalmente están reconocidos. 

Sobre la Administración de Justicia, va he dicho al con- 
testar al senor portavoz de la Minoría Catalana que sigue 
siendo, evidentemente, uno de los grandes temas, no sólo 
por el aspecto de funcionamiento de los tribunales, s ino  
por el otro aspecto de las cárceles. De las 86 cárceles, pri- 
siones o centros penitenciarios que hav en España, nues- 
tra institución ha visitado ya 78. Es decir, hemos ido per- 
sonalmente, a veces el Defensor, pero otras vcccs los se- 
ñores adjuntos y los asesores responsables de área, y hc- 
mos hablado con los presos v con los funcionarios, por- 
que no hav que olvidar que la problemática de las cárcc- 
les no se refiere sólo a los presos, sino también a los fun- 
cionarios. También los funcionarios tienen sus derechos, 
también tienen sus inquietudes, tambien necesitan una 
formación complementaria, más medios, etcétera, para 
cumplir la función de rehabilitación moral v de reinser- 
ción social. Aprovecho para decir -porque n o  me ha dado 
tiempc- que el tema de la reinserción social está de nuc- 
vo en vigor. No me refiero a la reinserción social de los 
presos condenados por actos relacionados con el terroris- 
mo (programa de reinserción social que iniciaron en la an- 
tepenúltima legislatura una persona realmente admira- 
ble que ya falleció, el Ministro Rosón, a cuya memoria to- 
dos debemos un gran respeto, v el Diputado José María 
Bandrks, y que luego se prolongó a lo largo de la anterior 
legislatura por la intervención va de los nuevos Ministros 
de Justicia e Interior, del Gobierno Vasco v del Defensor 
del Pueblo), no solamente me refiero a esa reinserción so- 
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cial, que a mi juicio ahí cs t i  y con todos los pcríccciona- 
riiicntos que  scan precisos conviene no ol\ficlarla, sino ;I 
1, t : cinsercióii . 

de la Constitucion. Eso es niuy importante, porqiie cni- 
picLn a haber quienes quieren volver a la clii~ccl por la iiii- 

posibilidacl tlc~ seguir viviendo fuera de la cárcel siri re in-  
cidir en el delito. Tenemos el caso muy claro de un incli- 
viduo dc Caiiarias que ha pedido al Gobierno que  le I 'L ICI -  

ber podido conseguir un puesto de trabajo, s in  que  la Co- 
misión provincial de asistencia social le haya podido re- 
solver tiada, y prcficrc, a n t e  SLI situación lamiliar, coii 
unos padres ancianos que no le pueden niaiiteiici'. volver 
a la cárcel. Ha!, un caso tambibn muy reciente, del que se 
ha ocupado la piuisa,  de una mLijcr en igual situación. 

Naturalmente, una golondrina n o  hace verano, y ,  iiatu- 
ralnicntc no se pcicdc clcvar. como diría don Eugcnio 
d'Ors, la anbcdota a categoría, pero el  problcnia de cui- 
dar que  el sistema, la inl'racstructura, haga posible la 
i.einsercióii social de¡ preso me parece cxtraordinaria- 
niente iniporíantc. A este respecto, creo que hay bastaritc 
traba,io para que en una sesión monográfica pudieranios 
hablar de este tenia. porque se nos oc~irrcri cosas, clec- 
t i \  amente. 

N i  que decir tiene que nos preocupa el tenia de la cali- 
dad de la eriscñaiiza q u e  ha señalado, coii toda razón, el 
repiesciitantc del CDS. Calidad de la enseñanza, no sola- 
mente que haya un número suficiente de centros doccri- 
tcs,  sino que sean cualitativamente mejores. 

iQui.  voy  a dccir dc las  palabras estimulantes, t a n  ~ L S -  

ticrosas, del rcprcsentantc del Grupo Popular:> Nosotros 
agradecemos muchisimo que np se nos haya querido nun- 
ca instrumcntalizar. Tengo que dejat. constancia de que 
ese precepto de nuestra Ley orgánica de que el Defensor 
del Pueblo actuará con plena independencia, que no scrP 
objeto de mandato imperativo ni de instrucción alguna, 
se ha respetado por las autoridades gubernamentales y 
por las Cámaras de una manera ejemplar. Ningún Grupo 
Parlamentario realmente ha tratado de itistrumentalizar 
la acicación del Defensor del Pueblo aun en cuestiones 
que  eran especialmente delicadas. Eso no quiere decir que 
no haya habido a veces presencia, incluso hasta un p oco 
niul .itudinaria, de personas que se consideran adscritas 
a uní., u otro de los distintos sectores de la vida social es- 
pañola. La ha habido, pero en todo momento han sabido 
respetar nuestra independencia y nunca hemos tenido n i  
influencia para interponer un recurso de inconstituciona- 
lidad, ni dificultad para interponerlo, cuando autónoma- 
mente hemos dccidio que teníamos que haccrlo. Yo creo 
que eso es importante porque honra a las Cániaras y hori- 
ra tambibn ii los distintos grupos politicos. Eso quisiera- 
mos, porquc lo único que nos puede dar autoridad moral 
es esa independencia. 

;Que señalamos las  carencias de nuestra sociedad? No 
tcridria sentido ninguno hacer un iní'otmc puramente lau- 
datorio. porque además seria irreal.  Evidcritcmcntc. tiay 
delectos, y defectos graves, en el luncionainieiito de niu- 
chos sectores de nuestra Administración. como ha dicho 
muy bien el portavoz señor Gil Lázaiu. Soti problemas 

general del preso, recogida en el articulo 55 

\'a a Ilcvai. a la circcl poi'qLic Ilc\.a dos años lucra sin ha- 

que  no dependen ni  de este Gobierno ni del anterior, ni 
posiblemente de los cuarenta años anteriores. Hay veces 
que son problemas seculares los que están gravitando so- 
bre las estructuras socioeconómicas y socioculturales !' 
eso no se puede i.crncdiai- en un día; pero hay que seguir 
dicibndolo para que no prescriba, por lo menos, la preo- 
cupación y la voluntad de actuar. 

El futuro de la institución del Defensor del Pueblo está 
en sus manos. Los que estamos al I'rcntc de ella pasarc- 
nios, habrá otro equipo, pero la Institución quedará y se- 
rán cntonccs las Cortes las que en  clcfinitiva darán vida y 
prestigio a la Institución, exigiendo a quienes esten al 
Ircrite de ella y trabajen en ella al niáximo esfuerzo, por- 
que no puede habci-. y no hay, para nosotros límites rlc 
tiempo, no hay puertas cerradas, pero tampoco, ni mu- 
chísimo menos, hay voluntad de desfallecer ante ninguna 
dificultad. Estanios en ello. 

Al  portavoz del PSOE, señor Diaz Sol, le tengo que dc- 
cir que, efectivamente, nosotros sabemos que en la inicia- 
tiva para que esto se llevara adelante y en la elaboración 
de la Ley orgánica intervino mucho cl Grupo Socialista, 
pero tambien tengo que decir que la creación dc la Insti- 
tución fue objeto de consenso por parte de todos los Gru- 
pos Parlamentarios en las Cortes Constituventcs. Fue uno  
de esos casos en que hubo unanimidad, un consenso glo- 
bal respecto a que valía la pena poner la institución en 
marcha, aunque la aprobación de la Ley tu\'o lugar en la 
legislatura en que había u n a  mayoría socialista. S in  cm- 
bargo, es verdad que el Grupo Socialista puso siempre 
mucho in t c rk  en que  esta institución actuara. Lo que 
ocurre es que luego ha sido muy respetuoso con la inde- 
pendencia de la Institución ya en el Gobierno, me parece 
justo decirlo, como han sido muy respetuosos los demás 
Grupos Parlamentarios. 

Efectivamente, aunque he tocado el tema al final por- 
que va estaba con apremio de tiempo, hemos procurado 
ser muy serenos en la respuesta a las peticiones de recur- 
sos de inconstitucionalidad. Recuerden que durante el 
año 85, sólo en el 8 5 ,  a lo que habría que añadir lo de los 
iiños 83 y 84, recibimos cuarc8;t;i peticiones de recursos 
de iriconstitucionalidad, n o  ol\,idando que el año 85 fuc 
muy denso en matcria legislativa. Muchos de estos recur- 
sos se presentaron ya durante el 85 y algunas peticiones 
más todavía durante el  86. Sobre ello hablaremos en el in- 
forme del año 86. Pci-o de esos 40 henios considerado que 
solamente seis estaban fundados, \ por imones muchas 
\ w c s  distintas de las que alegaban 105 peticionarios. Hav 
seis t-ccursos presentados. Cinco en que no los hemos pre- 
sentado, pero hemos señalado respetuosamente al Gobier- 
no y a las Cortes puntos en que podían producirse infrac- 
ciones constitucidpalcs en la aplicación, no en la ley en sí 
misma. Señalo como c,jemplos por ser los más punzantes, 
el de la Ley llamada Antitcrrorista o el de la Ley de Ex- 
tranjería. Son más los casos donde pudiera haber incons- 
titucionalidad por las aplicaciones que se hagan de esa 
Ley y su control que por la Ley en sí misma. con todos 
lor respetos para cualquier opinión diferente. Cuando hc- 
mos estimado que habia que hacer una recomendación la 
hemos hecho, y eso ha sido en cinco casos. Henios dcscs- 
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timado cinco, dado una contestación motivada a 16 y dc- 
sestimado 13 por razón de forma, porque se referían a pc- 
ticiones de recursos contra disposiciones sin rango de ley 
o fuera de los plazos va admitidos. Ahí salen cuarenta. 

Hemos recibido 30 peticiones de recurso de amparo y 
no hemos asumido ni una sola durante el año 1985. ¿Por 
qué? Porque estimamos que en los recursos de amparo, 
en que la legitimación es tan amplia que lo pucdc inter- 
poner cualquiera, si el  Defensor del Pueblo, salvo en ca- 
sos muy excepcionales, empieza a asumir recursos dr am- 
paro se producirían dos fenómenos: se transformaría en 
un foco de atracción de todas la peticiones de recursos de 
amparo, con daño indebido de los abogados en libre cjcr- 
cicio o de los del turno de oficio, y porque, además, es 
muy difícil entonces discriminar cuáles se tendrían que 
interponer y cuáles no. Sin embargo, cuando creemos que 
se produce indefensión en un caso lo hacemos, y así lo hi- 
cimos el ano 1984 con el caso del Colegio de Peritos de 
Grado Medio. 

Finalmente, contestare la pregunta de l  señor Diputado 
representante del Grupo Parlamentario Socialista, sobre 
los supuestos malos tratos. He di: decirle que en todos los 
casos nosotros hemos transferido la denuncia al Fiscal Ge- 
neral del Estado, por una parte, y al Ministro del Interior 
por otra;  al Fiscal General del Estado porque si efectiva- 
mente se ha dado un mal trato o una tortura, es un hecho 
delictivo, tipificado en el Código Penal y por consiguiente 
tenemos la obligación de que el Fiscal intervenga, según 
el artículo 25 de nuestra Ley Orgánica; y ,  por otro lado, 
si efectivamente ha habido algún exceso por parte de un 
funcionario de las Fuerzas de Seguridad del Estado, tiene 
perfecta razón de intervenir el Ministerio del Interior y se 
lo hemos comunicado siempre. Hata ahora nosotros sa- 
bemos que en los casos enviados al Fiscal General del Es- 
tado, este inició las diligencias preliminares para intcr- 
poner qucrclla. Luego no nos han dado cuenta del rcsul- 
tado de esos procesos y algunos de ellos están todavía en 
curso; por ejemplo, en el caso muv doloroso de Miqucl Za- 
balza, que fue uno de los casos en que intervinimos, hay 
un procedimiento ,judicial todavía en marcha en un Juz- 
gado de San Scbastián. 

En cambio, al Ministerio del Interior sí que Ic solemos 
recordar en contactos más directos que nos informen del 
resultado de esas investigaciones. 

Por último, porque esto es extraordinariamente impor- 
tante, hemos dicho en todo momento que si la denuncia 
resulta calumniosa, si no se prueba que efectivamente ha 
habido tortura, a nuestro entender hay un derecho fun- 
damental de las personas acusadas de haber cometido 
malos tratos a que se deje absolutamente clara su inocen- 
cia; es decir, que no se sobresea provisionalmente, sino 
que se llegue hasta el fondo, que haya absolución de la 
persona acusada de malos tratos y que, si ella lo desea, 
se le indemnice por el perjuicio sufrido a causa de la 
denuncia. 

A nuestro entener, ciertamente hay que acabar con las 
denuncias sistemáticas de  malos tratos, pero hay que aca- 
har por los caminos que están en el Código Penal y en la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. En e1 momento en que 

se ejerciten a tiempo acciones contra los denunciantes que 
sistemáticamente ven malos tratos o torturas, empezarán 
a desinflarse esas graves acusaciones. Naturalmente, con 
la contrapartida de que cuando se compruebe el mal tra- 
to o la tortura se lleven hasta el final la investigación y 
el procedimiento judicial. 

Nada más, señores, muy agradecido por su apoyo y por 
su estima. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, scnor Ruiz- 
G i mencz. 

Antes de dar  paso a las preguntas concretas de los se- 
ñores Diputados, como ya anuncie con anterioridad, v a -  
mos a conceder un descanso de cinco minutos. 

Se suspende la scsibn por cinco minutos. 

Se reanuda la sesión. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al turno de intcrvcn- 
cioncs de aquellos señores Diputados que quieran plan- 
tear al Defensor del Pueblo alguna aclaracibn o pregunta 
escueta, tal como establece el Reglamento. Por í‘airor, los 
señores Diputados que quieran hacer uso de la palabra 
me lo van indicando con su nombre, ya que todavía no  
nos conocemos. (Pausa.) 

El señor Moldes tiene la palabra. 

El wñor MOLDES FONTAN: Quisiera preguntarle al 
Dcfetisor del Pueblo si, a lo largo del año 1985, o incluso 
dc lo que va del año 1986, respecto a las quejas prcscnta- 
das ha notado mejoría, en cuanto al regimen pcnitcncia- 
rio de los rcclusos españoles, o si el número de quejas pcr- 
mitc hacer un análisis de que en ese campo concreto to- 
davía no se ha mejorado. 

El scnor PRESIDENTE: El señor Ramón Fajariiés tie- 
ne la palabra. 

El señor RAMON FAJARNES: Yo desearía hacer unas 
preguntas en relación a tres temas. En primer lugar, con 
respecto a la legitimación que tiene el Defensor del Puc- 
blo de presentar recursos de inconstitucionalidad de ofi- 
cio, ya conocemos cuáles eran los criterios establecidos y 
que se comentaban en el informe del año 1983, creo, pero 
quiero saber si se mantienen aquellos mismos criterios y,  
para hacer la pregunta más concreta, qué hubiera ocurri- 
do en los seis recursos que ha presentado, en donde la ins- 
titución ha estimado que presumiblemente había incons- 
titucionalidad, si no hubiese habido petición de parte; si 
la institución los hubiese formulado o si simplemente se- 
guirían los tcstos tal como estaban antes, porque veo que 
incluso en algunos de ellos el Tribunal Constitucional ha 
admitido las razones expuestas por la institución. 

Con respecto al recurso de amparo, sí que participo de 
los principios que ha manifestado el señor Defensor para 
actuar o n o  actuar de oficio. 

Un segundo tema es el que hace referencia a las rcla- 
cioncs con las instituciones análogas en las tres Comuni- 



I:I aerioi'  GIL LAZARO: Siii perjuicio LIC. lo v a  ;iiiLiiici;i- 

c lo  tlc que solicitaremos una coiiiP;it.c~cticia especial ;I 

clcctos clc prolcindizai. cn este iiiloimie, sí clucr-liarnos i r i -  

clngai' aol, i .c algunas cucstioiics p ~ t t i t ~ i a l c ~  que, a vucla- 

Ouisii.rnmos saber a q u e  causas gcncralcs :itrihLiyc cI 
Delensor clcl Pueblo el aumento que se ha pi-oclucido en 
e l  ano 1985 tlc quejas alcctantcs a libcrtaclcs públ icas y 
clci~cc I i  os c i v i cos . 

iiiios sabci., cii scpiiiiclo lugar. si cl Dcfeiisoi- d e l  
Piicblo considera de pi-ioi-icl;icl urgL-titc I;i con-ccción cti L i  

t lc  la libre dcsignncitjri para la pro\,isión de puesto5 de I I X  

halo cii In Aeiiiiiiiistracióii pública. 
Y sin vo lun tad ,  cviclentciiientc, clc hacer clc la  :iiiC;cdot;i 

catcgoria, sí quisii.raiiios saber sobre dos cuestiones q ~ i c  
nos han Ilriniado poderosamente la cucstibn en una pri- 
iTicra lectura del inlornic. Quisitiranios tios dijera si le  
consta a la institución que el criterio acloptaclo por u i i  lios- 
p i t n l  de Tolcdo, en  donde la institiicióii actii0 de olicio, 
iwpccto a la no adniisióii, poi. colapso CIL. p l a ~ a s ,  clc c n -  
ILmiios desahuciados ha tciiido rcpi-oclucciOri en  algún 
ot ro ccii t 1x1 hospitalario. 

Y quisii.ramos saber tumbitin si elwti\~aniente ha podi- 
clo obsci-val- la institucitiii, a travcs de las quejas que le 
Iian llegado, cspccialmciitc de funcionarios públicos, cla- 
I W  está, a lo largo de cstc ejercicio, si se Iia reproducido 
en algiiiia situación el caso observado con ocasión de la 
posición personal adoptada por un dctcririinado luncio- 
nai-io con respecto ;i la utilización de un bien del Estado 
con caráctcr estival por parte del Presidente del Gobici-- 
no, puesto que nos Ilania poderosamente la atcncith -y 
desde lucgo celebramos la claridad, la objetividad v la va- 
lentía del Defensor al referirlo así en el informe-, nos lla- 
ma poderosamente la atención, digo, que el inlbrme se- 
nalc textualmente que  el INEM ha contestado eludiendo 
toda responsabilidad y ocultando datos iundamcntales 

pllliiin, sui-peri cle utia pl~imci~u lectLil.a. 

pci-sisicncia. t a l  y conio SL' s L ~ l l ¿ l l ~ l  e11 L'I iiilol~iiic, del LISO 

que abona la tesis -dice el Dclmsor- de que se trata en 
sstc c a s o ,  piccisnrricritc, de una represalia de carácter 

Son dos aiiticdotas, las ~~cconoccnios conlo tales, y no 
politico. 

pi.ctciidcnios clcvatkls a catcgoik3, pct'o sí nos gustaría sa- 
ber algo más sobre esto.  

Y sin pcr,juicio dc que  -insisto- sobre este inloriiic 
ahiinciai.cmos en la  sesión cqwcial, sí querríamos saber, 
cii pri i i ic* i .  lugar, si al Defensor le consta quc la Adminis- 
t rac i O i i , y pa r t  i cu la rnic n t e c I Mi n is t cr,i o de Justicia , ha 
ciiipc/,ade~ a adoptat. \ a  algún tipo cle iiiiciativas e n  rela- 
c.itiri e011 In cieiicibii de centros penitenciarios especiales 
pnra rcclusas menores de veinticinco anos. Creo que ,  
coiiio se scnala en c l  informe del Defensor, el crear estos 
cciiti'os para la i.cliabilitación de cstas rcclusas coristitu- 
VL-, cvidcnteniciitc, no sólo una necesidad urgente, sino 
además c l  no coiisagrar un clima de di 

de centros. 
Y ,  linalmcntc, cluisitiramos sobcr tambitin, porque con- 

sidci-amos importante la  r~efcrciicia que a ello hace e l  in-  
f o i~ i i c  del Defensor, si Ic consta al Dclensoi. que por parte 
de la Adiiiiiiisti.ricióii se ha empezado, o hay e l  provecto 
clc poner e11 prácrica con carácter más o menos inmcdia- 
tu ,  u i i  tratamiento serio de lo que es la asistencia siquiá- 
ti'ica prcvia al Scnicio Mili tar y ,  des& luego, durante el 
Servicio Mil i tar .  

Y ,  po1' último, hay una cuestión que no aparece cn el in- 
loriiic \ '  que a nosotros tlc alguna niancra nos parece una 
cucstióii de sensibilidad y de solidaridad histórica. Qui- 
siCraiiios saber  si los alcctados particular o colcctivamcn- 
te por 1;i sitii;icit)ii ;I Li quc voy a rclerirnic se Iian dirigi- 
do ;i la iiistituciciii de alguna niancra. Me cstov rcfiricndo 
íi aquellos españoles que sufrieron persecución o intcrna- 
iiiicrito e n  campos de concciitracióii nacional-socialistas 
durante la 11 guerra Mundial o a sus familiares. Ha habi- 
do a lo largo de cato5 años una demanda constante de so- 
luci<in a los problemas que esta situación creó a estos con- 
ciiicladanos. Esa demanda ha ectado cvidcntcmentc rcflc- 
.jada e n  los medios de comunicación social v en la calle, 
pero nos gustaría conoccr si ha llegado tambitin al Dc- 
Iciisc)r. 

Todo cll(i, dcsclc lucgo, insisto, sin perjuicio clc las prc- 
guntas cl~ic, con mayor profundidad y amplitud, haremos 
en la sesión especial. 

respecto a los rcclusos VüroIIeS que ,ya gozari de este tipo 

El sciior PRESIDENTE: El scnor Rodrígucz Zapatero 
tiene la palabra. 

El scnor RODRIGUEZ ZAPATERO: Dos preguntas 
puntuales relativas al área de Educación y Cultura, que 
implican quizá una valoración por parte del senor De- 
fensor. 

En primer lugar, en relación con el tema del acceso a 
la función pública por el método de las pruebas de ido- 
neidad. Scgún los últimos datos que me constan, cn estos 
momentos, de alrededor de 1.400 recursos planteados, se 
han resuelto unos 1.000, de los cuales han prosperado 
unos 320. Según se dice en el informe, el Defcnsor ha he- 
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cho un seguimiento, ante las numerosas quejas, para que 
se vayan produciendo con la agilidad suficiente en tiem- 
po y forma. De estos datos se desprende que esta realidad 
va marchando y quisiéramos sabcr si ésa es la valoración 
también del Defensor. 

En segundo lugar, en el tema del acceso a los centros 
universitarios, que también ha sido abordado v que está 
relacionado ampliameiite en el informe, quisiéri a mos sa- 
ber asimismo la valoración de la institución sobre el he- 
cho de que en la actualidad (aun conociendo las limita- 
ciones que existen, producto de la dificultad de obtención 
de puestos en determinadas tacultades) todo alumno pue- 
da elegir la universidad en la que quiere estudiar, que es, 
evidentemente, u n  paso importante de cara a garantizar 
lo que parece ser un derecho que está implícito en el ar- 
tículo 27 de la ConstituciOn. 

El señor PRESIDENTE: Don José Antonio Amate tiene 
la palabra. 

El señor AMATE RODRIGUEZ: Dos preguntas muy 
breves y concretas, señor Presidente, como ha recomen- 
dado S. S.  

El Instituto Nacional de la Seguridad Social v el Insti- 
tuto Nacional de Empleo, por razón de la naturaleza de 
su gestión, son los organismos del Ministerio de Trabajo 
v Seguridad Social con más volumen de quejas. Yo  qui- 
siera saber si estas quejas han aumentado o disminuido 
de 1984 a 1985. 

Una segunda pregunta es sabcr si el senor Defensor del 
Pueblo ha detectado una mejoría notable en el tiempo dc 
tardanza en la resolución de los expedientes de prestación 
de la Seguridad Social, v concretamente en la invalidez 
permanente. 

El scñor PRESIDENTE: Gracias, señor Amatc. 
Don Isidoro Gracia tiene la palabra. 

El señor GRACIA PLAZA: Senor Presidente, vov a rc- 
ferirme a aspectos de lo que ha sido, digamos, el tema por- 
tada en cuanto a la problemática que ha tratado el De- 
fensor del Pueblo y que trata el informe; el tema de la Ad- 
ministración de Justicia. 

Como todos sabemos, las Cortes Generales y el Ejecu- 
tivo podemos actuar claramente en dos direcciones bási- 
cas para solucionar ese problema: una, la reforma de la 
legislación; otra, la dotación de medios materiales y 
personales. 

Respecto a lo primero, la pregunta es: ¿Considera el De- 
fensor del Pueblo que las reformas introducidas en las le- 
yes procesales han sido útiles para reducir los retrasos en 
la Administración de Justicia? 

Kespecto a lo segundo, de los datos que baraja el infor- 
me parece deducirse que, a pesar de triplicar las dotacio- 
nes en la asjstencia letrada, de poner' en marcha siete ór- 
ganos judiciales por mes en los últimos tres años y de dar 
todos los medios solicitados para el plan de urgencia y es- 
pecial del Tribunal Central y otras actuaciones similares, 
los problemas de la justicia tardan en solucionarse. Sin 

embargo, yo creo que, con los datos de que dispone el Dc- 
fensor del Pueblo, sería posible hacer una valoración acer- 
ca de la consideración que durante la pasada legislatura 
le merece si se ha realizado un refuerzo importante de es- 
tos medios materiales y personales a la Administración 
de Justicia. Vuelvo a insistir: medios materiales y perso- 
nales, que, junto con la reforma de la legislación, son ac- 
tuaciones que podemos llevar a cabo desde esta casa y 
desde el Ejecutivo. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Gracia. 
Las preguntas han sido numerosas y muy concretas. 

Naturalmente, requieren manejo de documcntación, así 
que,vamos a dar cinco minutos escuetos de rccc>so, en esta 
ocasión sin salir de la sala. (Pausa.) 

Se reanuda la sesión v ticnc la palabra el señor Dcfcn- 
sor del Pueblo, para contestar a las cucstioncs planteadas. 

El señor DEFENSOR DEL PUEBLO (Ruiz-Gim6ncz y 
Cortés): Agradezco las preguntas planteadas, porque, evi- 
dentemente, van al Sondo de determinadas cuestiones 
importantes. 

A la primera pregunta, a la pregunta dcl Diputado se- 
ñor Moldes, sobre si ha aumentado el número de quejas 
en materia penitenciaria, distingo: han disminuido hasta 
el punto de no haber habido quejas duran1.c 1985 sobre 
malos tratos en las prisiones, por lo menos, ni* d I os tratos 
cuya existencia havamos podido comprobar. Hubo en los 
años anteriores algún caso en que intervinimos y ,  cf'ccti- 
vamente, comprobamos la existencia de malos tratos (no 
podía decirse que torturas, pero sí malos tratos), v fueron 
denunciados por nosotros a las autoridades correspon- 
dientes, tanto al Fiscal General del Estado como al Mi- 
nisterio de Justicia; pero, en 1985 no ha habido. 

Las quejas que en materia penitenciaria sí aumentan 
son de otros tipos. Una por el hacinamiento, que hace im- 
posible cumplir las normas de la Ley General Penitencia- 
ria y del Rtglamento sobre individualización de las cel- 
das; es decir, hay todavía demasiadas celdas con excesi- 
vo número de presos y ,  precisamente por ese hacimicnto 
no se puede prestar la atención adecuada. 

Hay quejas por no existir talleres de trabajo. Una ma- 
teria muy importante para la rehabilitación moral v para 
la futura reinserción social del preso son los talleres de 
trabajo, y pocos centros penitenciarios tienen adecuadas 
instalaciones en este aspecto. Sobre eso nos llegan que- 
jas, y nos llegan sobre todo porque en las visitas a las cár- 
celes se produce, como es lógico, un aluvión de quejas ver- 
bales, que nosotros vamos transformando, por medio de 
unos cuadros, en quejas escritas. Por eso han aumentado, 
en ese aspecto, las quejas sobre lo que llamaríamos la ple- 
na habitabilidad de las cárceles, los servicios necesarios 
para que funcione mejor la finalidad rehabilitadora de la 
cárcel. Eso sí es así; pero en malos tratos, no hemos po- 
dido comprobar, durante 1985, que se haya producido 
una situación de malos tratos en ninguna de las prisiones. 

De todas formas, sobre este tema penitenciario, como 
es muy complejo y muy importante, porque tiene otras 

, 
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derivaciones, por ejemplo -luego volver6 a ello-, las pri- 
siones femeninas, la coexistencia de presos preventivos \ '  

presos penados contra una clara orientación constitucio- 
nal, me gustaría que, si hay una nueva reunión con la Co- 
misión, fuera uno de los temas que pudi6ramos abordar 
en profundidad. . 

Me refiero a las tres preguntas del Diputado senor Ra- 
món Fajarmis. 

La legitimación activa para interponer el recurso de in- 
constitucionalidad la tenemos absolutamente. indepcn- 
diente de que nos lo pida una parte, alguien interesado di- 
rectamente, nosotros podemos interponerlo de olicio. 

Normalmente, durante el período de tres meses en que 
una ley puede ser recurrida por el  Defensor del Pueblo, o 
por quien tenga legitimación activa, nos llegan peticiones 
de recurso de inconstitucionalidad. A veces, esta petición 
de recurso de iriconstitucionalidad nos llega cuando la ley 
se está-debatiendo todavía en las Cortes, o incluso cuan- 
do se anuncia que el Consejo de Ministros ha aprobado 
ya un provecto; nos llega antes. A esas peticiones contes- 
tarnos inmediatamente que ni podemos intervenir en el 
pcríodo preparatorio de una ley de este tipo, ni mucho 
menos podemos hacerlo durante el ítcr legislativo. Que es. 
pcrcn y que tendrán tres meses para pedirlo. Algunas ve- 
ces, ellos han considerado que ya lo habían pedido y otras 
\'eccs han renovado la petición. En los sciis casos en los 
que hcmoslo interpuesto, en 1985 hubo petición. En don- 
de menos petición hubo fue en la Ley de Extranjería, por- 
que nos lo pidió uno solo, que fue el Colegio de Abogados 
de Barcelona, pero ya nosotros habíamos estudiado a Ion- 
do esa ley, porque habíamos tenido en cuanta tanto los 
Acuerdos del Consejo de Europa como de un Simposio or- 
ganizado por el mismo Consejo, en el que y o  participi., 
siendo ya Defensor del Pueblo, como ponente del Consejo 
de Europa, y teníamos el problema muy en la mano. 
Así, pues, ;cuáles son los criterios? Mantenemos los 

mismos criterios que al principio he indicado. Es decir, 
no utilizar nada más que en circunstancias muy funda- 
das y con una gran ponderación nuestra legitimación ac- 
tiva para recurrir, porque cuando una ley ha salido, a ve- 
ces por una mayoría más que cualificada, a veces hasta 
casi por consenso de los Grupos Parlamentarios, nos preo- 
cupa tener que manifestar nosotros una opinión discor- 
dante con la de la gran mavoría del Parlamento. Sin em- 
bargo, cuando llegamos al convencimiento de que en una 
ley, por ejemplo en el caso de la Ley de Extranjería, hay 
aspectos que deben ser revisados o por lo menos que el 
Tribunal Constitucional opine al respecto, sí lo hemos hc- 
cho, pero simplemente en circunstancias muv reducidas, 
muy exccpcionalcs y muy extremas. 

En segundo lugar, realmente no hemos interpuesto los 
recursos salvo en el punto concreto en una de las leyes 
por el motivo alegado por el que nos lo ha solicitado por- 
que, en general, los que lo solicitan lo hacen 'desde posi- 
ciones rcspetablcs pero en defensa digamos de sus intere- 
ses profesionales o de otra índole. Lo que nosotros hace- 
mos es ver si, objetivamente, hay motivo para ello. Así 
ocurrió, por ejemplo, en e l  caso de la Ley de Objetores de 
Conciencia. Nos alegaron muchas cosas los objetores de 

conciencia, pero nosotros recurrimos esa lev por aquellos 
puntos quc consideramos que debían ser, o podían ser, ob- 
jeto de  recurso y no por otros. 

En el recurso de amparo, ya ha dicho el propio senor 
Ramón Fajarnés que i.1 estaba de acuerdo con el criterio 
y así nos hemos seguido manteniendo. 

Relaciones con los «ombudsman» autonómicos. Han 
sido excelentes. Vuelvo a repetirlo. La intervención del 
((ombudsman. o del Defensor del Pueblo de la Comuni- 
dad Autónoma no merma en lo más mínimo nuestra in- 
tervención. Nosotros seguimos abiertos a todos los ciuda- 
danos de todas las Comunidades Autónomas que quieran 
acudir a nosotros. A veces se produce una duplicación, 
pero duplicación de presentación de la queja ante el .Sin- 
dic de Grcugcs)) \ ante el Defensor del Pueblo de Andalu- 
cía, que son los dos que están actuando, porque todavía 
el Diputado del Común no tiene la iiili'acstructura nece- 
saria v seguimos ocupándonos de todas las quejas de Ca- 
narias. Pero cuando llega una queja inmediatamente lo 
comunicamos por ti.lex al Defensor del Pueblo autonómi- 
co, y a la inversa. O sea, que en todo momento sabemos 
si una persona ha reclamado allí, lo ha hecho a nosotros, 
o si ha reclamado a los dos sitios, para evitar duplicacio- 
ncs y ,  sobre todo, posibles actitudes contradictorias. En 
ese aspecto hemos actuado siempre en plena coordi- 
nación. 

Las quejas que propiamente corresponden a los Dcfcn- 
sores autonómicos -para abreviar les IlamarC así como 
saben SS. SS. son las que sc refieren al funcionamiento 
de la Administración autonómica y ,  por una cierta am- 
pliación, a la Administración de los entes locales cuando 
se trate dc competencias que la Comunidad Autónoma 
haya transferido al ente local. Ahí hay una cuestión, pues 
está <<sub iudicc,) un recurso de inconstitucionalidad in- 
terpuesto por la ((Gcneralitat» contra la Lcv de Coordina- 
ción de nuestras respectivas instituciones, porque creen 
que se les ha mermado a los Defensores autonbmicos la 
posibilidad de inspeccionar ellos los municipios. La cues- 
tión está ahí abierta. La iiinicnsa mavoría de las quejas a 
los Municipios nos siguen llegando a la Institución del De- 
fensor del Pueblo, incluso de la órbita de las Comunida- 
des Autonómicas, pero siempre comunicarnos al Defensor 
autonómico que estamos actuando, o cuando 61 lo hace 
nos lo dice a nosotros. En algún caso -porque va se ha 
dado el caso de un ciudadano catalán- la materia corres- 
pondía propiamente a la competencia del Defensor del 
Pueblo, del ((Sindic de Grcuges., era una cuestión que se 
refería a la educación en lengua vernácula y el Defensor 
del Pueblo autonómico cmpezS a actuar, pero el ciudada- 
no pidió que fu6ramos nosotros los que actuáramos, y na- 
turalmente le dijimos que si 61 insistía en que fuéramos 
nosotros, actuábamos, hemos actuado, v lo comprendió 
pcrfectamentc el [(Sindic de Greuges)), pero no ha sido 
más que ese caso, que y o  recuerde. 

La tercera cuestión es, si no recuerdo mal, las toxico- 
manías. Hemos hecho va varias recomendaciones, hemos 
estado muy en contacto con la coordinadora estatal en 
materia de droga y con los servicios del Ministerio de Jus- 
ticia que se refieren a las toxicomanías entre presos; hc- 
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mos estado en contacto también con los servicios corres- 
pondientes del Ministerio de Defensa porque, claro, insis- 
timos muchísimo en vigilar la prevención del uso de las 
drogas. Hemos recibido a veces quejas de colegios de se- 
gunda enseñanza en cuya proximidad se iba a establecer 
un centro de atención a toxicómanos. Algún Avuntamien- 
to se quejó ante la Institución del Defensor de que se hu- 
biera autorizado la construcción de un centro de atención 
a toxicómanos en la órbita municipal. Naturalmente, &te 
es un problema muy delicado, porque las necesidades de 
esos centros de atención al toxicómano son evidentes, y 
en algún lado hay que establecerlos. Lo único que se pue- 
de hacer es tomar las garantías suficientes. Nosotros al 
Ayuntamiento de Madrid v a la Comunidad Autónoma de 
Madrid les hicimos notar esto, que se tomaran todas las 
cautelas necesarias para que el centro de toxicómanos no 
fuera un centro de irradiación, de inclinación hacia la dro- 
ga, en la órbita del colegio de que se trataba, un colegio 
en Chamartín; v en el caso de un Avuntamiento próximo 
a Madrid, tambikn dijimos que se tomaran las garantías, 
pero que no se podía obstaculiLar el establecimiento de 
esos centros de atención a los drogadictos. 

A las observaciones del señor Gil Lázaro, v sin perjui- 
cio, repito, de que en la reunión que podemos tener en la 
Comisión recojamos algunas de estas importantes obser- 
vaciones, diremos sobre el aumento de quejas relativas a 
libertades públicas, que no sé cuáles pueden ser las cau- 
sas, pero sí que ha habido aumento en algunas quejas del 
ejercicio de libertades públicas y del abuso en el ejercicio 
de libertades públicas. Por ejemplo, ha recibido la Insti- 
tución del Defensor del Pueblo, durante 1985, v luego du- 
rante 1986, quejas contra determinados programas en te- 
levisión, relativos a películas de alto contenido erótico, ra- 
diados o emitidos en horas que no son estrictamente las 
de la noche. Nosotros, cuando estas quejas se referían so- 
bre todo a programas que podían afectar a la edad juvc- 
nil ,  según el artículo 20, apartado 4, de nuestra Constitu- 
ción, sí que las hemos comunicado al Director General del 
ente autónomo. Se nos ha explicado el sentido del progra- 
ma, que no era estrictamente hora de tarde, sino hora de 
noche, etcktera. Algunas de estas quejas sí se han produ- 
cido respecto a las libertades públicas. Hemos tenido 
otras que están en el concepto de dcrcchos cívicos y po- 
líticos, que son las de garantías cn las detenciones y los 
malos tratos. Ha seguido habiendo quejas sobre malos 
tratos, no en gran número, ya he dicho, en número rela- 
tivamente reducido, pero cuando nos han llegado, las he- 
mos tramitado inmediatamente al Fiscal General del Es- 
tado, por la parte penal, y al Ministerio del Interior, por 
la parte disciplinaria. 

Otros tipos de libertades. Nos ha llevado una de esas 
quejas a interponer uno de los recursos de inconstitucio- 
nalidad contra la Ley Orgánica de Libertad Sindical, so- 
bre un punto concreto planteado por los trabajadores ci- 
viles en el ámbito de establecimientos militares, donde 
hay una restricción en la Ley de Libertad Sindical al ejer- 
cicio de la acción sindical, y pidieron todas las organiza- 
ciones sindicales que se recurriera este punto. Nosotros 
recurrimos este punto para que se determinara lo antes 

posible, o bien por el poder legislativo (tendría que ser 
por Ley), qu¿ se entiende por establecimientos militares, 
porque ahí quedaba la ambigüedad de tener unas restric- 
ciones, por ejemplo el no ejercicio de derecho de huelga, 
en el ámbito de los establecimientos militares, pero como 
no está definido qué son establecimientos militares v este 
artículo de la lev hacía referencia a un desarrollo regla- 
mentario y no de rango legal, estimábamos que podría ha- 
ber, ciertamente, una infracción del principio constitucio- 
nal de que toda restricción a un derecho fundamental tie- 
ne que hacerse por ley y no por reglamento. Ese fue el mo- 
tivo por el cual intervenimos. 

La segunda pregunta era la persistencia en la libre de- 
signación de puestos de trabajo. Efectivamente, han au- 
mentado las que,jas en esta materia, pero hemos podido 
comprobar -lo cual no es una justificación sino un  hc- 
ch-, que cstos nombrarnientos de libre designación se 
han hecho entre funcionarios; no es nominación o nom- 
bramiento de personas para puestos de funcionarios o 
para puestos de la función pública, fuera del cauce que es- 
tablece tanto la propia Constitución en su artículo 103, 
como, sobre todo, la Lev de Reforma de la Función Públi- 
ca, que tiene que ser por concurso u oposición, y apre- 
ciando mérito y capacidad. Lo que sí se hacen son nom- 
bramientos directos de fiiiicionarios, para determinados 
puestos. entre los que va son funcionarios y nosotros si 
que hemos puesto de relieve que estimamos que ahí se ha 
procedido con excesiva facilidad; es decir, se han produ- 
cido demasiados nombramientos para puestos de libre de- 
signación, pero entre funcionarios; lo otro hubiera sido 
una infracción. ¿Eso es una infracción constitucional? Es 
difícil; si es entre funcionarios, simplemente es adecuar 
más v ser más respetuosos con el principio de mérito v ca- 
pacidad, que se aprecia mejor, quizá, con la fórmula de 
oposiciones y concursos, que no por la forma de libre 
designación. 

Hay una serie de casos más puntuales. En el del Hos- 
pital de Toledo, sobre no admisión de enfermos, pedí so- 
corro a mi Adjunta segunda para que me informara so- 
bre esto, y efectivamente, tuvimos que resolverlo por te- 
léfono. Se nos dijo que había habido esas dificultades, 
porque las plazas no daban más de sí y faltan en nuestra 
es'tructura sanitaria los llamados hospitales de crónicos. 
Claro, el problema es que hay hospitales donde los cróni- 
cos ocupan unas camas que son necesarias para los que 
no son crónicos, mientras que a los crónicos habría que 
atenderles de otras maneras. Ahí sí que convendría au- 
mentar el número de hospitales de crónicos. Diré a 
S S .  S S .  que también tenemos nosotros reclamantes cró- 
nicos, y que eso no le pasa sólo al Defensor del Pueblo, 
sino a todos los «Ombudsman». Uno de los puntos que 
tratamos en la reunión de Ombudsman de Estocolmo del 
año 1983 ó 1984 fué precisamente el reclamante crónico. 
Tenemos una proporción no muy grande de personas que 
vuelven una y otra vez, a las que se les resuelve su queja 
o se les dice que no tiene solución, una sentencia judicial 
ya firme, lo que sea, y -repito-, vuelven una y otra vez. 

Hay enfermos (lo de los enfermos es más grave, natu- 
ralmente), enfermos crónicos que no caben en los hospi- 
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tales, lo cual  no quiere decir que en casos de urgencia, si 
el enfermo crónico tiene un momento de agravación, lo 
puedan rechazar así en un hospital. Fue por esto por lo 
que nosotros intervenimos en este caso. 

Lo que no sabemos, porque me parece que la pregunta 
del scnor Gil Lázaro iba por ahí,  es si había habido otros 
hospitales donde esto se había producido. Me confirniaii 
que no, que. por lo nicnos clurantc 1985 y lo que \ 'a de 
1986, no ha habido otros casos seiiiejüntes al de Tolcdo. 
H a  habido alguna denuncia de las l is tas de espera esce- 
s i v a .  Eso es cierto; listas de espera excesivas por la inis- 
iiia razón por falta dc plazas. H a  habido menos casos (ya 
intcrvininios en un hospital de Madrid) de hacinaniicnto 
de ctilernios en los pasillos, a consecuencia de no tener su- 
licictitcs camas. Ahí se intervino y se arixgló; incluso cii- 

m a s  que estaban dchtiiiadas al síndrome tóxico, o pai-tc 
del pabellón pcdiátrico por haber menos problcinas i i i -  

lintilcs, sc dedicaroti í i  cstc tipo dc enfermos. 
Respecto a la queja Coi-mulada por un funcionario pú- 

blico del INEM, que había sido objeto de un traslado de 
su puesto de trabajo a un lugar más alejado porque ha- 
bía expresado una opinión contraria a la utilización de 
un determinado navío, efectivamente no se nos ha dado 
por parte del INEM mí\ respuesta convincente. Natural- 
mente quc ese funcionario tiene derecho a recurrir con- 
tra c w  ~riizl;iclo y ,  si no obtiene una resolución favorable 
e ti I ;I a cl t i i i t i i s t r;i t i va, i n te n t a r I a vía co t i  t cnc ¡oso -ad ni i - 
iiistraiii a .  El INEM ha eludido toda responsabilidad en 
el caso y está pendiente. De todas maneras he tomado una 
especial nota para el seguimiento de este asunto e infor- 
,har ,  en su caso, a los scnorcs Diputados. 

Creación de centros penitenciarios especiales para re- 
clusas. Este es un tema grave. Si las cárceles españolas 
para varones son t an  deficientes como ya hemos indicado 
(por deficiencias de decenios y decenios y de siglos, si se 
quiere), deficientes en  tantos aspectos como infracstruc- 
turalcs, materiales, de personal, falta de lugares de tra- 
bajo, de talleres, etcctcra, el problema es mucho más gra- 
ve para las inu,jeres porque, además, ha aumentado la de- 
lincuencia femenina, no va por los delitos que Ilamaría- 
mos típicos y clásicos de la delincuencia femenina, sino 
por otros casos en parte relacionados con la droga, con 
violc .cia de tipo terrorista, ctcbtcra. Hav dos cosas gra- 
ves. Primero, la coexistencia en un mismo centro de la re- 
clusa, la detenida, la procesada ,joven en situación pi-e- 
vcntiva y de las ya condenadas por reincidencias o por hc- 
chos niás graves. Realmente la iiigciicia de la separación 
es fundamental. En las nuevas cárceles se está teniendo 
en cuenta, pero es una cosa lenta porque la construcción 
de un8 nueva cárcel, como se sabe, tarda tiempo. Noso- 
tros hemos actuado cspccialmcntc e n  relación con el ccn- 
tro femenino de Ycscrías, que es uno de los casos que más 
nos han denunciado, y con alguna otra cárcel española. 
Hav cuatro o cinco cárceles que son puntos muy negros 
en el panorama. Sobre 72 cárceles es una proporción pc- 
qucña, pero hay algunas cárcclcs en que la situación cs 
absolutamcrite insostenible, como la Modelo de Barcelo- 
na, la cárcel de Sevilla, la cárcel de Avila, la cárcel de Má- 
laga, etcétera. 

Respecto a la asistencia psiquiátrica en e1 servicio mi- 
litar, hemos insistido mucho en que se mejorara el reco- 
nocimiento mkdico de los reclutas para evitar el aumen- 
to, la pluralidad de casos de suicidios en el servicio mili- 
tar. Estamos convencidos de que los muchachos que se 
suicidan tienen alguna lesión psíquica preexistente v lo 
que hay que hacer e5 c\,itar que eso se produzca. Hoy mis- 
mo, la Prensa habla clc L I I ~  muchacho que se ha ahorcado 
para no entrar en el scriicio militar, que ni siquiera se Ic 
ha ocurrido utilizar la vía de la objeción de conciencia. 
Ello indica qiic debe de haber algo patológico. En esto hc- 
nios insistido. Tenemos cl convcncimiciito de que sc está 
mejorando mucho lo que se refiere a la asistencia médica 
en la práctica del servicio militar, cn el período de ucccso 
al servicio militar v en el período de cumplimiento del 
mismo. Hay que decir que en esto el Ministerio de Defcn- 
sa, conio c n  otras cosas,  ha actuado con mucha pcrmea- 
bilidad a las sugerencias que se Ic han hecho por parte de 
la Institución del Defensor. 

En relación a los españoles en canipos de concentración 
nazi, se me ha comunicado por uno de los asesores que 
hubo únicamente un caso de un español que estuvo en 
Mathauscn, que vivía en Venezuela, v que reclamaba con- 
~ r a  la República Fcdcral Alemana la indemnización o la 
compensación que esta había dado. Cuando se trata de ac- 
tuar sobre una Administración extranjera, lo único que 
nosotros podernos hacer, v eso sí lo hacemos, es comuni- 
carlo al Ministerio de Asuntos Exteriores para que ayu- 
den a esa reclamación a travbs de sus servicios consula- 
res, pero n o  podemos hacerlo directamente. Hubo tam- 
bien un norteamericano que no  estuvo en una cárcel de 
concentración nazi, sino en Nanclares de Oca, en un cam- 
po de trabajos forzados del régimen político anterior, que 
reclamaba una indemnización. Sobre este punto, la ver- 
dad es que no se ha establecido por ninguna norma legal 
indemnizar a los que estuvieron en campos de trabajo en 
el regimen anterior. Estos me parece que han sido los pun- 
tos importantes que nos ha indicado el señor Gil Lázaro. 

El scnor Rodrígucz Zapatero se refiere al acceso a la 
función pública, el tema de la idoneidad en la Adminis- 
tración educativa. Le hc dicho que hemos intervenido en 
numerosísimos casos de rcclamacioncs formuladas por 
quienes habían sido excluidos de la idoneidad por las co- 
misiones especiales que calificaron la idoneidad. Noso- 
tros, cuando hemos comprobado que la Comisión de ido- 
neidad no ha cumplido los requisitos formales de proce- 
dimiento, si que hemos apovado esas peticiones ante el 
Ministerio de Educación. Se  han ido resolviendo casos, 
pero quedan bastantes por resolver. N o  le puedo decir, 
sinceramente, señor Rodrígucz Zapatero, cuál es cl núme- 
ro de los que quedan. Probablemente quedan por rcsol- 
ver más de los que se han resuelto, pero no tengo seguri- 
dad. Yo le ofrezco que para la próxima reunión o incluso 
antes, si lo desea, lo comprobaremos. S e  que tenemos ca- 
sos pendientes; quizá luego alguno de mis colaboradores 
me lo dirá. Conozco personalmente algunos que no se han 
resuelto de compañeros universitarios de grado de profc- 
sorado no numerario, que estaban pendientes de la ido- 
neidad. Mejor dicho, se han resuelto, pero negativamente 
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para ellos por parte de la Comisión calificadora. Lo que 
no se ha resuelto por el Ministerio son los recursos de re- 
posición interpuestos por ellos contra las resoluciones de 
la Comisión calificadora. Algunos se han resuelto negati- 
vamente por el Ministerio y han ido al contencioso-admi- 
nistrativo, y en este caso nosotros ya no podemos hacer 
más. Pienso que el sistema de las calificaciones de idonci- 
dad de los PNN es un sistema problemático. Quizás algu- 
nas personas hayan quedado excluidas del servicio de la 
educación cuando tenían méritos pormuchos años para 
haber entrado; otros, tal vez, menos. Pero lo cierto es que 
éste ha sido un sistema muy problemático v muy dis- 
cutido. 

El acceso a los centros universitarios para los jóvenes 
que terminan el Bachillerato, hacen las pruebas de selec- 
ción, tienen calificaciones adecuadas v se encuentran con 
que no les dan plaza en la facultad que habían pedido. 
Eso no tiene más que un remedio. Evidentemente, si se 
quiere mantener la calidad de la enseñanza no hay más 
solución que multiplicar los centros de enseñanza supe- 
riores. Así  como hay, por la evolución demográfica en des- 
censo, cada vez más plazas libres en los centros de EGB 
(este año creo que son 65.000 niños menos, es decir, que 
van quedando puestos libres), en cambio van aumcntan- 
do, por el crecimiento de aquellos años, las peticiones de 
puestos para enseñanza media, BUP y más para la Uni- 
versidad. La solución seria aumentar las plazas universi- 
tarias o tratar de sacar el mayor rendimiento posible a 
las aulas actuales, pero eso supone también aumentar el 
profesorado, etcCtera. Es un problema muy difícil. Pero 
las frustraciones que se están originando y que acreccn 
las quejas en ese sentido con los jóvenes que terminan los 
estudios medios con buena calificación y no pueden se- 
guir una carrera universitaria son graves, graves para 
ellos y para los familiares. Este es un problema que val- 
dría la pena tratar de resolver cuanto antes por vía legis- 
lativa y por vía gubernativa, porque creo que hay un de- 
recho a la educación que se frustra, un derecho constitu- 
cional a la educación que se está frustrando en estas gen- 
tes que no pueden seguir la carrera que realmente desean. 
A veces les orientan a una carrera que nada tiene que ver 
con su vocación originaria. 

La intervención del Diputado señor Amate se refiere al 
número de quejas principalmente en Seguridad Social 
que proceden del INSS y ,  en cuanto a trabajo, del INEM. 
¿Hay más rapidez en resolver ahora las peticiones que Ile- 
gan y cuánto tiempo, además, se tarda por parte del INSS 
en resolver los expedientes? Tuvimos una reunión de tra- 
bajo con el Director General del INSS hace unos meses, 
la adjunta segunda y yo, y realmente los datos que nos 
dio fueron satisfactorios y estimulantes en cuanto al tiem- 
PO que se tarda en resolver, por ejemplo, los expedientes 
de invalidez permanente. Se ha producido una muy con- 
siderable reducción en el tiempo de tramitación. A 31 de 
diciembre de 1984, dicho tiempo estaba cifrado en ciento 
veinticinco días; a 31 de diciembre de 1985 se había ya 
reducido a ciento cinco días, o sea, veinte días, lo que su- 
pone un 16 por ciento, y ellos calculaban que durante el 
año actual se podría llegar a una reducción de veinticin- 

co días más, es decir, que podría quedar en setenta y cua- 
tro días para unas sistuaciones en cuarenta v nueve días 
para otras el tiempo de tramitación de un expediente. To- 
davía nos parecerá que hablar de treinta, cuarenta o cin- 
cuenta días es mucho, pero hay que tener en cuenta el 
enorme volumen de expedientes que llegan a la Seguri- 
dad Social. Sinceramente, hay que decir que se ha hecho 
un gran esluerzo por quienes han llevado la dirección del 
INSS en los últimos tiempos. 

En el INEM lo que ocurre es que el volumen de las pla- 
Las de trabajo que puede gestionar dicho organismo es ab- 
solutamente desproporcionado, por deficitario, al núme- 
ro de puestos que se piden. Naturalmente no es un pro- 
blema de tiempo, sino un problema de plazas a cubrir. A 
medida que vaya aumentando el crecimiento de puestos 
de empleo se iran reduciendo estos largos tiempos de es- 
pera en las listas del INEM. ¿Se ha mejorado en la tra- 
mitación? Yo creo que en el INSS s í .  Al INEM lo estamos 
todavía manteniendo en vigilancia y observación. 

Por último, las preguntas de don Isidoro Gracia se re- 
íerían a la Administración de Justicia v planteaban lo si- 
guiente, que a mí me parece que es muy importante: iPor 
qu6 .se producen tantas quejas en la Administración de 
Justicia? iCuáles son las causas de su lentitud? ;Cómo se 
podría remediar? Y el señor Diputado indicaba muy bien 
que o por reforma legislativa o por dotación de medios. 

Reforma legislativa. La única posibilidad que hay se- 
ría revisar la Ley sobre la prisión preventiva, pero no hay 
que olvidar que esta Ley, que inicialmente fue la primera 
que el Ministerio de Justicia llevó a las Cortes y que rc- 
dujo a treinta meses como máximo el tiempo de prisibn 
preventiva, no para que se soltara con facilidad a los pre- 
sos, sino para que los señores jueces y los tribunales en 
esos treinta meses resolvieran todos los procedimientos 
penales, originó, por el aumento de la inseguridad ciuda- 
dana y por otras causas, una reforma legislativa, como sa- 
ben ustedes, que fue la segunda Ley sobre Reforma, del 
año 1984, que ha dado muchas más facilidades a los Tri- 
bunales para prolongar la prisión preventiva, que puede 
llegar, en ciertos casos graves, hasta cuatro años. Esto ha 
producido que en este momento -lo pueden ver ustedes 
en la Memoria del Fiscal- el cuarenta y tantos, casi el 50 
por ciento de los presos son preventivos. Es decir, que del 
volumen total de presos -21.000 ó 22,000- que hay en 
las prisiones españolas, casi un 50 por ciento son preven- 
tivos que coexisten con los penados. Por tanto, una refor- 
ma legislativa sería revisar todo eso, con las cautelas que 
se estimen pertinentes porque, además del hacinamiento 
que se origina en la prisión, la coexistencia del interno 
primario con los reincidentes es negativa para la rehabi- 
litación moral. 

Otra reforma sería ir avanzando en cuanto a buscar fór- 
mulas alternativas de la privación de libertad. Algunas de 
estas fórmulas alternativas podrían mejorarse porque ya 
existen en nuestra legislación; por ejemplo, la suspensión 
de condena para determinados casos de delitos menores, 
que no fuera necesario el ingreso en prisión. Esto puede 
hacerse por los Tribunales, pero con el requisito de que 
no exista reincidencia. A veces se estima reincidencia, por 
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ejemplo, haber conducido sin carnet. Nos encontramos 
con el caso de un trabajador de Gijón que fue condenado 
a seis meses porque se había peleado con la Guardia Ci- 
vil en una manifestación en contra de la reconversión de 
Astilleros de Gijón. Por este incidente, repito, se le conde- 
nó a seis meses. Sc le podia haber concedido la remisión 
de condena - e r a  un trabajador que tenía una excelente 
hoja de servicios, padre de un minusválid-, pero no se 
le aplicó porque tenía un antecedente penal. Nosotros pre- 
guntamos cuál era dicho antecedente v resultó que era el 
haber conducido sin carnet un año antes. Nos parece que 
interpretar de una manera tan estricta lo de «no tener 
reincidencia. es grave v podría ser objeto de una reforma 
legislativa en esta materia. 

Otras reformas legislativas podrían ser la libertad vigi- 
lada, los arrestos de fin de semana, etcétera; hay muchas 
fórmulas que podrían quizá disminuir el hacinamiento en 
las prisiones. Otra es la dotación de medios v para ello 
simplemente basta que las Cortes Generales otorguen al 
Ministerio de Justicia más medios para acelerar la cons- 
trucción de cárceles, para ampliar v mejorar las existen- 
tes, para ir transformando la estructura de las actuales, 
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etcétera. Naturalmente está en manos del Poder legisla- 
tivo cooperar de una manera eficaz para que esto se 
resuelva. 

Me parece que he contestado a casi todo, señor Presi- 
dente, y no quisiera incurrir en el delito de malos tratos 
v torturas a los señores Diputados (Risas.), prolongando 
más esta larga sesión que para otras ocasiones, si la ha- 
cemos más frecuente y más monográfica, podría dismi- 
nuirse en tiempo, facilitarse cl diálogo v ser más fructífe- 
ra. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Nunca es una tortura oír al se- 
ñor Defensor del Pueblo, sino, todo lo contrario, es un 
placer. 

Hemos llegado al final de la sesión. Una yez más, agra- 
dezco la presencia v la participación de las senoras y se- 
ñores Diputados, del señor Defensor del Pueblo v de sus 
adjuntos. Esperamos reunirnos pronto. 

Se levanta la sesión. 

Era la una y treinta minutos de la tarde. 




